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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo jus�cia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente,

 
Grupo de Correspondencia 

Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 
Sede Judicial  CAN

CAMS

De: GARZON GOMEZ YEISON LEONARDO <t_ygarzon@fiduprevisora.com.co>
Enviado: martes, 28 de marzo de 2023 14:55
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Contestación demanda 110013335016202200479 - LUISA FERNANDA GARZON BAQUERO
 
Honorable despacho.

Por medio de la presente me permito adjuntar contestación de la demanda, cer�ficado de pago de la
cesan�a, poder de sus�tución y escritura pública No. 129.

Cordialmente,

YEISON LEONARDO GARZÓN GOMEZ
Profesional 4
UNIDAD ESPECIAL DE DEFENSA JUDICIAL FOMAG
Fiduprevisora S.A.
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La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.



 
 

       
                                                      

  

**RAD_S** 

Al contestar por favor cite: 
Radicado No.: *RAD_S* 

Fecha: *F_RAD_S* 
Señor: 
 
JUZGADO 16 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C. – SECCIÓN SEGUNDA. 
E.      S.     D. 
 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
Radicado:  11001333501620220047900. 
Demandante:  LUISA FERNANDA GARZON BAQUERO. 
Demandados:  LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG Y OTROS. 
 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DEMANDA. 
 
YEISON LEONARDO GARZÓN GÓMEZ, mayor de edad y vecino de esta ciudad, identificado civil y 
profesionalmente como aparece al pie de mi correspondiente firma, obrando como apoderado 
según poder de sustitución del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –
MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL, entidad demandada dentro del proceso de la referencia, 
respetuosamente manifiesto a usted que por medio del presente escrito y estando dentro del 
término legal para hacerlo, me permito dar contestación a la demanda, en los siguientes términos: 
 

A LOS HECHOS. 
 
PRIMERO: NO ES UN HECHO, Es una apreciación subjetiva e interpretación realizada por la parte 
actora, la cual no es objeto de manifestación alguna, pues no se expone ninguna situación de modo 
tiempo o lugar que deba ser debatida. 
 
SEGUNDO: NO ES UN HECHO, Es una apreciación subjetiva e interpretación normativa realizada por 
la parte actora, la cual no es objeto de manifestación alguna, pues no se expone ninguna situación 
de modo tiempo o lugar que deba ser debatida. 
 
TERCERO: ES CIERTO, según prueba documental que obra en el expediente. 

CUARTO: ES CIERTO, según prueba documental que obra en el expediente. 

QUINTO: ES CIERTO, según prueba documental que obra en el expediente. 

SEXTO: NO ES UN HECHO, Es una apreciación subjetiva e interpretación normativa realizada por la 
parte actora, la cual no es objeto de manifestación alguna, pues no se expone ninguna situación de 
modo tiempo o lugar que deba ser debatida.  
 



 
 

       
                                                      

  

SÉPTIMO: NO ES UN HECHO, Es una apreciación subjetiva e interpretación normativa realizada por 
la parte actora, la cual no es objeto de manifestación alguna, pues no se expone ninguna situación 
de modo tiempo o lugar que deba ser debatida.  
 
OCTAVO: NO ES UN HECHO, Es una apreciación subjetiva e interpretación realizada por la parte 
actora, la cual no es objeto de manifestación alguna, pues no se expone ninguna situación de modo 
tiempo o lugar que deba ser debatida. 
 
NOVENO: NO ME CONSTA, me atengo a lo demostrado en el proceso. 

DECIMO: NO ES UN HECHO, Es una apreciación subjetiva e interpretación realizada por la parte 
actora, la cual no es objeto de manifestación alguna, pues no se expone ninguna situación de modo 
tiempo o lugar que deba ser debatida. 

A LAS PRETENSIONES. 
 

En nombre del NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO con fundamento en lo que más adelante sustentaré, manifiesto que me 
opongo a que se declaren probadas todas y cada una de las pretensiones de declaración y de 
condenas, tanto principales como subsidiarias, contenidas en la demanda , por carecer de 
fundamentos de derecho, en consecuencia solicito respetuosamente que en la sentencia de fondo 
se exonere de toda responsabilidad a la entidad que represento y de igual manera solicito, que en 
el fallo correspondiente, se declaren probadas todas y cada una de las excepciones de mérito que 
propondré en el acápite respectivo. 
 
DECLARATIVAS: 
 
1) ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a la declaratoria del acto ficto el cual niega el pago de 
la sanción moratoria en favor de la parte actora, toda vez que no existe en el presente proceso 
supuestos fácticos y jurídicos que logren acreditar las pretensiones que se están solicitando con el 
escrito de demanda. 
 
2) ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a la declaratoria del acto ficto el cual niega el pago de 
la sanción moratoria en favor de la parte actora, toda vez que no existe en el presente proceso 
supuestos fácticos y jurídicos que logren acreditar las pretensiones que se están solicitando con el 
escrito de demanda.  
 
3) ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a la declaratoria del acto ficto el cual niega el pago de 
la sanción moratoria en favor de la parte actora, toda vez que no existe en el presente proceso 
supuestos fácticos y jurídicos que logren acreditar las pretensiones que se están solicitando con el 
escrito de demanda.  
 



 
 

       
                                                      

  

Con respecto a las pretensiones a título de Condenas: 
 
1) ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a la declaratoria del acto ficto el cual niega el pago de 
la sanción moratoria en favor de la parte actora, toda vez que no existe en el presente proceso 
supuestos fácticos y jurídicos que logren acreditar las pretensiones que se están solicitando con el 
escrito de demanda. 
 
2) ME OPONGO, si en remoto caso se llegaré a condenar a NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, ésta tiene un término para realizar el pago 
de la sentencia y las condenas impuestas. 
 
3) ME OPONGO, a que la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, sea condenada a reconocer intereses moratorios, por cuanto la entidad 
que represento no debe ningún valor al demandante. 
 
4) ME OPONGO, me opongo a que se condene en costas y agencias en derecho del proceso a mi 
representada, toda vez que ha actuado en estricto cumplimiento del orden legal, por lo que ruego 
a su señoría absolver de éstas y en su lugar se condene a la parte demandante. 

 
FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 
Como fundamento de la defensa de la parte demandada NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO se tiene el siguiente recuento normativo y 
jurisprudencial que se pasa a exponer:  
 

a. Frente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
La Ley 91 de 1989 en su artículo tercero creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, que señala: 
 

Artículo  3º.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 
fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 
capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 
de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 
cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, 
deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable 
determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración 
del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.  

 
Es importante, precisar que el correspondiente contrato de Fiducia Mercantil fue suscrito por el 
Gobierno Nacional junto con la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual actúa como vocera y 



 
 

       
                                                      

  

administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
o fidecomiso. 
 

b. Frente a la pretensión declaratoria y condenatoria de sanción moratoria. 
 

En relación con el tema objeto de la Litis, se evidencia que el demandante solicita se condene a la 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al 
pago de SANCIÓN MORATORIA, prevista en el artículo 20 de la Ley 244 de 1995, el cual establece: 
 

ARTÍCULO 2o. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y 
cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que 
ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del servidor público, para 
cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional 
de Ahorro. 
 
PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los 
servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, 
al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el 
pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del 
término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el 
funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa 
imputable a este. 
 

Sin embargo, ha de manifestarse que la Ley 91 de 1989, Por la cual se crea el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, es el régimen especial que regula lo concerniente a las 
cesantías del personal docente oficial. Ello es así toda vez que la Ley 244 de 1995 y la Ley 1071 de 
2006 regulan el pago de las cesantías y la sanción moratoria por el pago tardío a los servidores 
públicos a nivel general. Pues se observa, que de la lectura precisa de la norma (Artículo 2 de la Ley 
1071 de 2006) no es posible concluir que la misma sea aplicable de manera directa a los docentes 
del FOMAG. Las disposiciones citadas desarrollan los requisitos y el procedimiento para el 
reconocimiento oportuno de las cesantías de los servidores públicos, sin especificar en su articulado 
si dentro de estos últimos se entienden comprendidos los docentes del sector oficial. 
 
Por otro lado, no se desconoce por parte de esta apoderada judicial la existencia de la Sentencia de 
Unificación SU- 336 del 18 de mayo del año 2017, proferida por la Sala Plena de la Corte 
Constitucional, Magistrado Ponente IVAN HUMBERTO ESCRUCERÍA MAYOLO, la cual me permito 
citar a continuación: 
 

“Por ser un derecho del cual es sujeto todo trabajador sin distinción alguna, la Sala 
concluye que en aplicación de los postulados constitucionales, la jurisprudencia de esta 
Corporación sobre la naturaleza de las cesantías y a la luz de los tratados 
internacionales ratificados por Colombia, a los docentes oficiales les es aplicable el 
régimen general contenido en la Ley 244 de 1995, modificado por la Ley 1071 de 2006, 
que contempla la posibilidad de reconocer a favor de estos la sanción por el pago tardío 
de las cesantías previamente reconocidas.”(Cursiva fuera de texto) 



 
 

       
                                                      

  

 
Descendiendo al caso que nos ocupa, y si la posición del Despacho es la de acoger la sentencia antes 
mencionada, es claro indicar que la Ley 1071 de 2006, en su artículo 50, expresa, “que La entidad 
pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual 
quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o 
parciales del servidor público…” (Negrilla y cursiva fuera de texto). 
 
Frente al caso que nos convoca, se puede evidenciar que no reposa dentro del expediente prueba 
idónea que logre demostrar que la entidad incurrió en mora del pago de las cesantías parciales, o 
que acredite que efectivamente el pago se realizó en la fecha que aduce la parte demandante, pues 
no acredita la apoderada de la parte accionante que esta haya presentado solicitud de 
reconocimiento y pago de la sanción por mora o hay una demora en el pago de las cesantías del 
docente. Razón por la cual no hay lugar a reconocer ninguna de las pretensiones de la demanda. 
 
Al respecto, debemos precisar que el Decreto 2831 de 2005, consagró el procedimiento exclusivo 
para el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, sin realizar discriminación alguna respecto del tipo de 
prestación que se tramite por dicho procedimiento, quedando entonces las cesantías sujetas a 
aquel y excluidas por disposición expresa las primas contenidas en el parágrafo 2 de numeral 4 del 
artículo 15 de la misma ley. 
  
En tal sentido, se encuentra que existe una diferencia entre los trámites contenidos en el Decreto 
2831 de 2005 y la Ley 1071 de 2006, sin embargo, en este tipo de asuntos se debe dar aplicación 
prevalente y preferencial al Decreto 2831 de 2005 por tratarse de una norma de carácter especial 
y de un procedimiento exclusivo. 
 
De otro modo, las radicaciones de solicitudes de reconocimiento de prestaciones deben ser 
radicadas en la Secretaría de Educación de la respectiva entidad territorial, de conformidad con la 
Sociedad Fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. 
 
En este caso, el fondo es el que tiene la función del pago de prestaciones, sin embargo, la expedición 
del acto corresponde al Ente Territorial, es decir, a las SECRETARIAS DE EDUCACIÓN y por otro lado 
se encarga a una sociedad fiduciaria de la administración de los recursos del fondo, y pagar las 
prestaciones sociales.  
 
Con lo cual, será la entidad Fiduciaria quien deberá proceder con los pagos prestaciones, luego de 
contar con el Acto Administrativo emitido por la respectiva Secretaría, previo el trámite legal para 
su concesión que compromete el reporte de todos los entes comprometidos dentro del salario del 
docente conforme a derecho y a la mayor brevedad posible según la disponibilidad de los recursos 
provenientes del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  
 

c. Respecto a la pretensión condenatoria de Indexación. 
 



 
 

       
                                                      

  

Ahora bien, Respecto de la indexación de la condena es menester memorar que el Consejo de Estado 
mediante Sentencia de Unificación con Radicado No. 73001-23-33-000-2014-00580-01 en lo relativo 
a la indexación de la sanción por mora, señalo expresamente la incompatibilidad entre la indexación 
y la sanción por mora y para el efecto es preciso traer a colación lo que el máximo órgano de cierre 
en lo contencioso administrativo ha dado al fenómeno de indexación: 

 
 “Esta figura, nace como una respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de 
depreciación de la moneda, cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder 
adquisitivo, de manera que, en aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de 
reciprocidad contractual, el de integridad del pago y el de reparación integral del daño, el 
acreedor de cualquier obligación de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra 
sus efectos nocivos.” 

 
En lo atinente a la compatibilidad de la sanción por mora con la indexación, el Consejo de Estado 
nos dejó las siguientes enseñanzas: 
  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las entidades 
encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya que 
generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la demora en 
el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación social, 
únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, cuando el 
dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 
en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 
 
181. De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 
 
«La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 
daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 
definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley.172» 

 
182. Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo 
de las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 
poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 
adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”   

 
Más adelante concluye: 

 



 
 

       
                                                      

  

En tal sentido, al no tratarse de un derecho laboral, sino de una penalidad de carácter 
económica que sanciona la negligencia del empleador en la gestión administrativa y 
presupuestal para reconocer y pagar en tiempo la cesantía, no es procedente ordenar su 
ajuste a valor presente, pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención de 
compensar ninguna contingencia relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo.” 
(Subrayado y cursiva fuera de texto). 
 

De lo expuesto es dable colegir sin mayor lucubración que lo dispuesto en el artículo 187 del CPACA  
en su inciso final, no es aplicable al caso en concreto en vista de que en ultimas implica la indexación 
de la sanción por mora que valga reiterar, son incompatibles entre sí, aunado a que la mentada 
indexación se encuentra proscrita por vía jurisprudencial y hace mucho más gravosa la situación de 
la administración, pues pasa por alto que este emolumento no solo cubre la actualización monetaria 
sino que es superior a dicho valor. 

 
EXCEPCIONES DE MÉRITO. 

 
Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 
 

 
LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD. 

 
En virtud del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su 
artículo 88 establece de manera expresa la presunción de legalidad de los actos administrativos tal 
como se cita: 
 

 “Los actos administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán 
ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha 
medida cautelar.” (Subrayado y negrita fuera de texto) 

 
Se desprende entonces de la normativa que los Actos Administrativos emitidos por la entidad se 
encuentran ajustados a derecho, se profirió en estricto seguimiento de las normas legales vigentes 
ya aplicables al caso de la demandante, sin que se encuentre viciado de nulidad alguna. 
 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACIÓN DE LAS CONDENAS. 
 
La NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
pagó la obligación en tiempo oportuno, y ajustada a los preceptos legales vigentes al momento del 
reconocimiento de la prestación principal, el pago efectivo extingue cualquier obligación accesoria.  
 
Es necesario, precisar que para el caso en concreto no existen valores que fueren adeudados por la 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
sobre los cuales se debe aplicar corrección o valorización monetaria alguna.  
 



 
 

       
                                                      

  

Así mismo, cabe mencionar que de encontrar su señoría que le asistiera el derecho del 
reconocimiento de la sanción mora, esta pretensión no es subsidiaria de la indexación de las 
condenas, lo anterior, teniendo en cuenta el precedente jurisprudencial citado en los numerales 
anteriores, el cual, ha regulado que lo expresado en el artículo 187 del CPACA en su inciso final, no 
le es aplicable en el caso en concreto, toda vez, que la indexación de la sanción mora, son 
inaplicables entre sí, dado que la misma pretensión principal es una sanción que se le causa al ente 
público, y no debe causarse una doble sanción sobre un mismo derecho.  
 
Además, debemos precisar, que la indexación se encuentra proscrita por vía jurisprudencial y en tal 
sentido hace mucho más gravosa la situación económica de la administración, pues pasa por alto 
que este emolumento no solo cubre la actualización monetaria al momento del pago, sino que 
también supera el valor que se debiera cancelar, carga que le será excesiva para la administración. 
 

 
COBRO DE LO NO DEBIDO. 

Centro esta excepción es que se debe observar cuidadosamente que el demandante pretende en 
hacer incurrir en error al Despacho, como quiera que manifiesta que los días de mora son 12 días 
en mora, cuando lo correcto son 11 días en mora, existencia así una gran diferencia, veamos por 
qué: 

FECHA 
SOLICITUD 

DE 
CESANTÍAS 

FECHA PAGO 
OPORTUNO 

FECHA 
INICIO 
MORA 

FECHA PAGO Y/O 
PUESTA A 

DISPOSICIÓN LOS 
DINEROS 

MORA HASTA EL 
DÍA ANTES DEL 

PAGO Y/O 
PUESTA 

DISPOSICIÓN DE 
LOS DINEROS 

TOTAL 
DIAS 
EN 
MORA 

 01-11-2019 14-02-2019 15-02-2019 26-02-2019 25-02-2019 11 

 
COMPENSACIÓN. 

 
De cualquier suma de dinero que resulte probada en el proceso a favor de la demandante y que 
haya sido pagada por mi representada. 

SALARIO BASICO. 

Por otra parte, señor Juez, se debe tener en cuenta el salario BASICO que devengaba el docente en 
el momento en que realizó la solicitud y pago de las cesantías, es decir, que si en el remoto caso en 
que se llegare acceder a las pretensiones de la demanda esta tendrá que liquidarse con el SALARIO 
BASICO del docente al momento de radicar la solicitud y pago de las cesantías a que tenía derecho. 

 
 
 



 
 

       
                                                      

  

EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación del 
hecho que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si el juez 
encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 
Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 
como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 
ordenamiento procesal. 
 

PETICIÓN ESPECIAL. 
 
Solicito que previo traslado para alegar de conclusión se profiera sentencia anticipada, teniendo en 
cuenta para ello que, en el presente asunto se reúnen los presupuestos contemplados por el articulo 
182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo, adicionado por 
el artículo 42 de la Ley 2080.  
  
De considerarlo pertinente, el Despacho se encuentra facultado para proferir la sentencia que en 
derecho corresponda sin tener que agotar cada una de las etapas previstas en el artículo 
179 Ibídem.  
  
Sobre el particular, la norma en su parte pertinente reza:  
  
“Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  
  

1. Antes de la audiencia inicial:  
 
(…) 
 
c)Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda 
y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento. (…)”  
 
Finalmente, resulta pertinente recordar que por regla general las leyes procesales se aplican 
en forma inmediata, salvo cuando han empezado a correr términos, o se han empezado 
actuación o diligencia conforme a la ley procesal derogada o modificada, luego el artículo 
42 de la Ley 2080  cuya aplicación se invoca en el presente escrito, ya está rigiendo.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO. 
 
Invoco como normas aplicables a la presente contestación, la Ley 91 de 1989, Por la cual se crea el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; la Ley 244 de 1995; La Ley 1071 de 2006; 
El artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-Ley 2158 DE 1948. 
 



 
 

       
                                                      

  

PRUEBAS. 
 
Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 
 
DOCUMENTALES: 
 
1. Me permito aportar certificado de pago de la sanción mora expedido por el FOMAG. 

 
ANEXOS. 

 
1. Sustitución de poder a mí conferido,. 
2. Escritura No. 480 y 522. 

 
PETICIONES. 

 
Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, respetuosamente solicito a su Honorable 
Despacho, que previo el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y 
condenas. 
 
PRIMERO. Negar las pretensiones de la demanda. 
 
SEGUNDO. Declarar probada las excepciones manifiestas en la presente contestación. 
 
TERCERO. En consecuencia, ordenar el Archivo del Expediente.  
 
CUARTO. Condenar en costas judiciales y agencias en derecho a la parte actora. 

 
NOTIFICACIONES. 

 
La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 
No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y al correo electrónico 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co.  
 
Del señor(a) Juez, 
 
Cordialmente, 

 
_______________________________ 
YEISON LEONARDO GARZÓN GÓMEZ. 
C.C. No. 80.912.758 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 218.185 de C. S. J. 
 
Elaboró Yeison Garzón. 
Aprobó Adriana Gomez. 
 
 

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co


 
 

       
                                                      

  

“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: 
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad 
con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones 
y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma 
contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma 
puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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Señor: 
 
JUZGADO 16 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C. – SECCIÓN SEGUNDA. 
E.      S.     D. 
 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
Radicado:  11001333501620220047900. 
Demandante:  LUISA FERNANDA GARZON BAQUERO. 
Demandados:  LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG Y OTROS. 
 

CATALINA CELEMIN CARDOSO, identificada civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 

actuando en calidad de apoderada de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 

899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor ALEJANDRO BOTERO VALENCIA, 

mediante Escritura Pública No. 129 de 19 de enero de 2023, protocolizada en la notaría 27 del 

círculo de Bogotá, en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a 

él conferidas a través de la Resolución No. 018907 del 26 de septiembre del 2022, expedida por el 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y 

demás normas concordantes. 

 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 

 
Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional 

 
EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 

 
53008202 BOGOTÁ 

 
213648 del C.S. de la J. 

 
JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ 

 
52203675 BOGOTA 

 
252440 del C.S. de la J. 

 
JENNY KATHERINE RAMIREZ RUBIO 

 
1030570557 BOGOTA 

 
310344 del C.S. de la J. 

 
KAREN ELIANA RUEDA AGREDO 

 
1018443763 BOGOTA 

 
260125 del C.S. de la J. 

 
LINA LIZETH CEPEDA RODRIGUEZ 

 
1049636173 TUNJA 

 
301153 del C.S. de la J. 

 
LISETH VIVIANA GUERRA GONZALEZ 

 
1012433345 BOGOTÁ 

 
309.444 del C. S. de la J. 

 
PAMELA ACUÑA PÉREZ 

 
32938289 CARTAGENA 

 
205.820 del C. S. de la J. 

 
YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 

 
80912758 BOGOTÁ 

 
218185 del C.S. de la J. 

 
 

Así mismo, se deja como apoderado suplente a la abogada ADRIANA PAOLA GOMEZ PAYARES como 
coordinador de la zona. 

mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co


Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

 

 

 
Nombre del Abogado 

 
Identificación 

Tarjeta 

Profesional 

 

 
Firma 

 
ADRIANA PAOLA GOMEZ PAYARES 

 
1067883637 MONTERIA 

 
256888 del C.S de la J. 

 

 

 

Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 

 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 

 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 

 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 

Cordialmente, 

CATALINA CELEMIN CARDOSO 

C.C. No. 1.110.453.991 

T.P. No. 201.409 del C.S. de la J. 

 
Acepto: 

 
Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional Firma 

 
EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 

 
53008202 BOGOTÁ 

 
213648 del C.S. de la J. 

 

 

 
JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ 

 
52203675 BOGOTA 

 
252440 del C.S. de la J. 

 

 

 
JENNY KATHERINE RAMIREZ RUBIO 

 
1030570557 BOGOTA 

 
310344 del C.S. de la J. 

 

 

 
KAREN ELIANA RUEDA AGREDO 

 
1018443763 BOGOTA 

 
260125 del C.S. de la J. 

 

 

 
LINA LIZETH CEPEDA RODRIGUEZ 

 
1049636173 TUNJA 

 
301153 del C.S. de la J. 

 

 

 

LISETH VIVIANA GUERRA GONZALEZ 

 

1012433345 BOGOTÁ 

 

309.444 del C. S. de la J. 

 

 

 
PAMELA ACUÑA PÉREZ 

 
32938289 CARTAGENA 

 
205.820 del C. S. de la J. 

 

 

 
YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 

 
80912758 BOGOTÁ 

 
218185 del C.S. de la J. 
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Número de generación: CPC20230328024320139238
Fecha generación: 2023-03-28 14:43:20

CERTIFICADO DE PAGO DE CESANTÍA

FIDUPREVISORA S.A.
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL

MAGISTERIO 

CERTIFICA:

El (la) señor(a) LUISA FERNANDA GARZON BAQUERO identificado(a) con tipo de documento CEDULA DE CIUDADANIA
número.  1033717810, presenta los siguientes datos referentes al pago de las cesantías por parte del FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO:

Información del docente:

Nombres: LUISA FERNANDA Apellidos: GARZON BAQUERO

Tipo Documento: Cédula de ciudadanía Número Documento: 1033717810

Estado Actual: ACTIVO Tipo de Cesantía: PARCIAL

Ente Nominador: BOGOTA D.C. Número de Acto
Administrativo:

12831

Fecha de Acto Administrativo:
(Año-Mes-Día)

2018-12-26 Valor de la Cesantía
Reconocida:

$5,473,331.00

Fecha de pago:
(Año-Mes-Día)

2019-02-26 Entidad Bancaria, Sucursal: BANCO GANADERO

Sucursal: BANCO GANADERO CENTRO
DE SERVICIOS CALLE 43 - BTA

Reintegro del pago: NO

Fecha de Reintegro del pago al
Fondo:
(Año-Mes-Día)

- Valor del Reintegro: -



¿Reprogramación del pago?: NO Fecha de Reprogramación de
pago:
(Año-Mes-Día)

-

Entidad Bancaria, Sucursal
reprogramación:

-

Beneficiarios de la Cesantía:

Tipo Documento: Cédula de ciudadanía Número Documento: 1033717810

Valor de la Cesantía
Reconocida:

$5,473,331.00 Entidad Bancaria, Sucursal: BANCO GANADERO

Nota: Se aclara que las cesantías reconocidas deben ser consultadas en la entidad bancaria con el nombre del beneficiario
reconocido en el acto administrativo de la prestación.

Esta comunicación no tiene el carácter de acto administrativo por cuanto Fiduprevisora S.A. no tiene competencia para
expedirlos.

En estos términos Fiduprevisora S.A., actuando en calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo del Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en virtud del Contrato de Fiducia Mercantil Pública celebrado entre ésta y la
Nación, de conformidad con lo establecido en el Artículo 1º del Decreto 1049 de 2006, da respuesta a la solicitud.

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 28 días del mes de Marzo del año 2023 02:43:20PM

Cordialmente.

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
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RV: Contestación dda pso NYR 2022-00479 Juz 16 Adtivo

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 17/04/2023 9:34 AM

Para: Juzgado 16 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: CHEPELIN@HOTMAIL.FR <CHEPELIN@HOTMAIL.FR>

1 archivos adjuntos (2 MB)
Contestación dda pso NYR 2022-00479 Juz 16 Adtivo.pdf;

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo jus�cia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN

De: carlos jose herrera castaneda <chepelin@hotmail.fr>
Enviado: viernes, 14 de abril de 2023 11:33
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: no�ficacionesbogota@giraldoabogados.com.co <no�ficacionesbogota@giraldoabogados.com.co>
Asunto: Contestación dda pso NYR 2022-00479 Juz 16 Ad�vo
 
Cordial saludo  
 
Por medio del presente remito la contestación de la demanda correspondiente al proceso que se iden�fica a
con�nuación, en calidad de apoderado de la Secretaría de Educación de Bogotá D.C. 
 

A�e 
 
Carlos Herrera  
C.C. 79.954.623 de Bogotá 
T.P. 141.955 del C.S. de la J. 

NO. PROCESO: 11001-33-35-016-2022-00479-00

DEMANDANTE:  GARZON BAQUERO LUISA FERNANDA
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DEMANDADO: BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

MEMORIAL DIRIGIDO A: JUZGADO 16 ADMINISTRATIVO

ASUNTO: CONTESTACIÓN DEMANDA
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Bogotá D.C., 

 

Señores 

JUZGADO DIECISÉIS (16) ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

E.   S.  D. 

 

REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  LUISA FERNANDA GARZÓN BAQUERO 

DEMANDADA:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- 

SECRETARÍA DE EDUCACION DE BOGOTÁ – 

FIDUPREVISORA S.A. 

EXPEDIENTE:  2022-00479-00 

 

CONTESTACIÓN DEMANDA 

 

CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 

de Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado 

de la parte demandada SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

conforme al poder que me fue conferido, por medio del presente escrito y 

estando dentro del término legal, procedo a contestar la demanda 

promovida en los siguientes términos: 

 

I. A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo a todas y  cada una de las  pretens iones  y 

condenas  de la demandante por carecer de fundamentos de hecho y 

de derecho en los siguientes términos: 

 

DECLARACIONES 

 

1. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

2. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

3. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

 

CONDENAS 

 

1. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 
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EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

2. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

3. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

4. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta 

declaración teniendo en cuenta que va dirigida a que la se declare la 

existencia del acto ficto o presunto por el silencio del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONPREMAG respecto del pago de las cesantías, 

entes autónomos e independientes de la entidad que represento. 

 

 

II. A LOS HECHOS 

 

Doy respuesta a cada uno de los hechos de demanda en el mismo orden 

de su formulación así: 

 

AL PRIMERO.- No es un hecho, sino un recuento normativo. No obstante, es 

afirmativo el enunciado. 

AL SEGUNDO.- No es un hecho, sino un recuento normativo. No obstante, 

es afirmativo el enunciado. 

AL TERCERO.- No le consta a la entidad que represento en la medida que 

refiere a una situación que involucra a otra entidad también llamada en 

juicio, la cual deberá corroborar el dicho de la parte demandante, no 

obstante, acorde con los medios de prueba arrimados al proceso, es cierto 

que la parte actora presentó la solicitud referida en este hecho el día 01 

de NOVIEMBRE de 2018 

AL CUARTO.- No le consta a la entidad que represento en la medida que 

refiere a una situación que involucra a otra entidad también llamada en 

juicio, la cual deberá corroborar el dicho de la parte demandante. 

AL QUINTO.- No me consta tal y como se propone. Las condiciones que 

señala la parte actora deberán ser demostradas por ella, además, 

teniendo en cuenta que es otra entidad que esta llamada en juicio y 

deberá ser esta quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en 

este hecho. 

AL SEXTO.- No es un hecho, sino la transcripción de la norma objeto de 

controversia. 

AL SÉPTIMO.- No es un hecho, sino la transcripción de la norma objeto de 

controversia. 

AL OCTAVO- Es parcialmente cierto, en la medida que la entidad que 

represento, si bien por la delegación que hiciera la ley elabora el proyecto 

de acto administrativo en nombre de la Nación- Ministerio de Educación – 

Fonpremag, son estas las que realizan el análisis de requisitos y aprueban el 

mismo, en consecuencia, son aquellas a las que les corresponde el pago; 

aunado a lo anterior, téngase en cuenta que la parte actora habla del 

pago en una fecha incluso anterior a la de presentación de la solicitud, 
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circunstancia que lleva a que deba tenerse como hecho cierto que el 

pago se hizo en oportunidad. 

AL NOVENO.- Es parcialmente cierto, por una parte es verdad que se 

presentó reclamación ante mi representanda, pero no lo es que no se le 

haya brindado respuesta, acorde con los medios de prueba aportados al 

proceso. 

AL DÉCIMO.- No me consta tal y como se propone. Las condiciones que 

señala la parte actora deberán ser demostradas por ella, además, 

teniendo en cuenta que es otra entidad que esta llamada en juicio y 

deberá ser esta quien acredite o desvirtúe el dicho de la demandante en 

este hecho. 

 

 

III. RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES. 

Desde la expedición de la Ley 812 de 2003 por la cual se aprueba el Plan 

Nacional de Desarrollo 2003, se consagró en su artículo 81 lo siguiente: 

 
 "El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que 

se encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el 

Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de 

la presente ley. 

 

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual contratará estos 

servicios con aplicación de los principios de celeridad, transparencia, economía e 

igualdad, que permita seleccionar la entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las 

mejores condiciones de servicio, mercado, solidez y seguridad financiera de 

conformidad con lo establecido en el artículo 3o de la Ley 91 de 1989. En todo caso el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se administrará en subcuentas 

independientes, correspondiente a los recursos de pensiones, cesantías y salud.” 

 

Por su parte el artículo Art 2° y 3° de la Ley 91 de 1989 a través de la cual se 

crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, refiere a la 

forma como se asumirán las obligaciones prestacionales de los docentes, 

entre la nación y los entes territoriales, de la siguiente manera: 

 
Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las 

entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales 

con el personal docente, de la siguiente manera: 

(…) 

5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se 

causen a partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son de 

cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio; pero las entidades territoriales, la Caja Nacional de 

Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las entidades que hicieren sus 

veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar hasta la fecha de 

promulgación de la presente Ley a dicho personal, por concepto de las 

prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  

 

Artículo 3°.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 

contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados 

por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado 

tenga más del 90% del capital.  

 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 

de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el 
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debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo 

del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma 

fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se 

generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de 

Educación Nacional. 

 

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 

descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el 

principio de unidad." (Subrayado fuera de texto). 

 

En el Art 5° ibidem por su parte se establecen los objetivos de esta entidad 

de la siguiente manera: 
 

Artículo 5º.- El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá los 

siguientes objetivos: 

1.- Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. 

2.- Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con 

entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo. 

3.- Llevar los registro contables y estadísticos necesarios para determinar el estado de 

los aportes y garantizar un estricto control del uso de los recursos y constituir una base 

de datos del personal afiliado, con el fin de cumplir todas las obligaciones que en 

materia prestacional deba atender el Fondo, que además pueda ser utilizable para 

consolidar la nómina y preparar el presupuesto en el Ministerio de Hacienda. 

4.- Velar para que la Nación cumpla en forma oportuna con los aportes que le 

corresponden e igualmente transfiera los descuentos de los docentes. 

5.- Velar para que todas las entidades deudoras del Fondo Nacional de Prestaciones 

del Magisterio, cumplan oportunamente con el pago de sus obligaciones 

 

DE LAS CESANTIAS 
 

Sobre el particular la Ley 91 de 1989 en su Art 15 prevé la forma en la que el 

Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio debe cancelar las 

cesantías al personal docentes, el cual señala lo siguiente: 
 

Artículo  15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 

nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido 

por las siguientes disposiciones: 

(…) 

3.- Cesantías: 

A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente 

a un mes de salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de 

año laborado, sobre el último salario devengado, si no ha sido modificado en los 

últimos tres meses, o en caso contrario sobre el salario promedio del último año.  

B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los docentes 

nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las 

cesantías generadas a partir del 1 de enero de 1990, el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo 

de estas cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente 

y sin retroactividad, equivalente a la suma que resulte aplicar la tasa de interés, que 

de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial 

promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período. Las cesantías 

del personal nacional docente, acumulados hasta el 31 de diciembre de 1989, que 

pasan al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, continuarán 

sometidas a las normas generales vigentes para los empleados públicos del orden 

nacional. 

La Ley 244 de 1995, fija el término para el pago oportuno de las cesantías 

para los servidores públicos y establece las respectivas sanciones en el no 

cumplimiento de dichos plazos de la siguiente manera: 
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Artículo 1º.- Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la 

solicitud de la liquidación de las Cesantías Definitivas, por parte de los servidores 

públicos de todos los órdenes, la entidad patronal deberá expedir la Resolución 

correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la Ley. 

Parágrafo.- En caso de que la entidad observe que la solicitud está incompleta, 

deberá informárselo al penitenciario dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al 

recibo de la solicitud, señalándole expresamente qué requisitos le hacen falta anexar. 

Una vez aportados los requisitos faltantes, la solicitud deberá ser resuelta en los 

términos señalados en el inciso primero de este artículo. 

 

Artículo 2º.- La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y 

cinco (45) días hábiles, a partir de la fecha de la cual quede en firme el acto 

administrativo que ordena la liquidación de las Cesantías Definitivas del servidor 

público, para cancelar esta prestación social. 

Parágrafo.- En caso de mora en el pago de las cesantías de los servidores públicos, la 

entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un 

día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las 

mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término 

previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, 

cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a éste. 

 
Normatividad anterior modificada y adicionada por la Ley 1071 de 2006, 

norma esta última que establece: 

 
Artículo 4°. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación 

de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por parte de los 

peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el 

reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución 

correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la ley. 

Parágrafo. En caso de que la entidad observe que la solicitud está incompleta deberá 

informársele al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al recibo de la 

solicitud, señalándole expresamente los documentos y/o requisitos pendientes. 

Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud deberá ser 

resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este artículo. 

 

Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo 

de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 

administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o par ciales del 

servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido 

para el Fondo Nacional de Ahorro. 

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los 

servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios 

recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga 

efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación 

dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir 

contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por 

culpa imputable a este 

 

DE LA INTERVENCION EN DE LA SECRETARIA DE EDUCACION EN EL TRAMITE DE 

RECONOCIMIENTO Y PAGO DE LAS CESANTIAS 

 

Téngase en cuenta que en el Decreto 2831 de 2005 previó la gestión que 

estaba a cargo de las Secretarias de Educación respecto a las 

prestaciones sociales de los docentes de la siguiente manera: 

 
ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo 

con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las 

prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación de las 

entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
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correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente deberá:  

1. Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas 

con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que 

adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho 

Fondo. 

2. Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por ésta adoptados, 

certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del 

docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad 

vigente.  

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, 

dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, 

a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los 

recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su 

aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior del 

presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo y administración los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de 

prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 

91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir 

los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las 

formalidades y efectos previstos en la Ley.  

5. Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, 

junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y 

dentro de los tres días siguientes a que éstos se encuentren en firme. 

 PARAGRAFO PRIMERO: Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que 

sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con el 

procedimiento aquí. establecido y aquellas que modifiquen decisiones que 

con anterioridad se hayan adoptado respecto del reconocimiento de 

prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio.  

PARAGRAFO SEGUNDO: Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, 

disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se 

expidan por parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones 

sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, sin la previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos 

legales y no prestarán mérito ejecutivo.  

 

ARTÍCULO 4°. Trámite de solicitudes, El proyecto de acto administrativo de 

reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o la 

entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta 

docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la 

sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del Fondo 

para su aprobación. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo 

del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su 

aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no 

hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación. 

 

ARTÍCULO 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la 

sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá 

ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y 

notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la Ley. 
 

Así mismo el Art 56 de la Ley 962 de 2005, “Ley Anti trámites” previo lo que 

referente a la racionalización de tramites respecto al Fonpremag: 

 
ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 
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pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado 

por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 

correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la 

firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 

 

JURISPRUDENCIA APLICABLE 
 

Sobre particular se debe traer a colación un pronunciamiento reciente e 

imperante en los estrados judiciales donde se zanjó la discusión respecto 

de la entidad que debe responder por la sanción moratoria, teniendo en 

cuenta que todas las llamadas en juicio proponían la excepción previa de 

falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 

Así es, que en providencia del 25 de septiembre de 20171 dentro del 

radicado interno (1669-15) el H. Consejo de Estado, sección Segunda se 

estableció lo siguiente: 
 

“…7.2.2.2 Entidad responsible del reconocimiento dey pago de la sancion moratoria 

 

En el caso de los docentes oficiales afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, es la ación –Ministerio de Educacion Nacional, con cargo a los 

recursos del citado fonco, la entidad obligada del reconocimiento y apgo de la 

sancion moratorio por el desembolso tardío de las cesantias. Veamos: 

 

- Mediante la Ley 91 de 1989, se creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 

contable y estadística, que si bien es cierto no tiene personería jurídica, está adscrita al 

Ministerio de Educacion Nacional, cuya finalidad entre otras, es el apgo de las 

prestaciones sociales de los docentes. 

- Por su parte, el Decreto 3752 de 2003 regló el proceso de afliación de los docentes al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y señaló en su artículo 4° los 

requisitos de afiliación del personal docente de las entidades territoriales y en su 

artículo 5° el trámite de afiliación, artículos de los cuales se desprende que el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio reconocerá y pagará las cesantías. 

- A su vez, el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 señala que las prestaciones sociales de los 

docentes oficiales serian reconocidas y pagadas por el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual en todo caso debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la entidad territorial certificada 

correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente, sin despojar al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de la competencia para reconocer y 

pagar las prestaciones de los docentes oficiales. 

 

Por lo tanto, es con cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

que se cubren tanto las cesantías de los docentes afiliados a este, como la sanción 

moratoria que se cause por su no pago oportuno, sin que tenga responsabilidad 

alguna el ente territorial, quien solo actúa a nombre del fondo…” 

 

De acuerdo a la jurisprudencia en cita se tiene que la entidad que debe 

hacer frente a las pretensiones sobre la sanción moratoria por 

extemporaneidad en el pago de las cesantías es la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional – Fonpremag con sus propios recursos y no la entidad 

territorial como lo ha venido sosteniendo dicho ente en sus argumentos de 

 
1 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección A. Consejero 

Ponente: William Hernández Gómez. Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil diecisiete (2017). 
radicación número: 73001-23-33-000-2013-00638-01(1669-15). actor: Luz Marina Cruz Londoño. Demandado: 
Nación – Ministerio De Educación Nacional – Fondo Nacional De Prestaciones Sociales Del Magisterio Y 
Municipio De Ibagué 
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defensa y ello acoge fuerza cuando esta misma Corporación dentro de 

este mismo caso declara probada la excepción de fondo de inexistencia 

de la obligación propuesta por la  entidad territorial. 

 

Además, debe solicitarse de manera respetuosa se tenga en cuenta al 

momento de proferir el fallo, la reciente sentencia de unificación CE-SUJ-SII-

012-2018 de 18 de julio de 2018, número interno 4961-2015, que sobre el 

tema fijo las siguientes pautas sobre la responsabilidad del ente territorial: 

 
“3.2.1. Existencia de normas reglamentarias que regulan el reconocimiento de 

la cesantía en el sector docente. 

 

116. Se precisa que en relación con los docentes oficiales, la Ley 962 de 2005 

«Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y 

procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de 

los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos», 

previó en su artículo 56 que las prestaciones sociales de los afiliados al 

FOMAG, serán reconocidas y pagadas por dicho fondo, mediante la 

aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre los 

recursos de este patrimonio autónomo, el cual en todo caso debe ser 

elaborado por el Secretario de Educación de la entidad territorial certificada 

correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente. 

 

(…) 

 
OCTAVO: A título de restablecimiento del derecho, condenar a la Nación, 

Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, al reconocimiento y pago de un día de salario por cada día 

de retardo, a título de la sanción moratoria prevista en la Ley 1071 de 2006, 

desde el 27 de junio de 2013 hasta el 7 de agosto de 2014, la cual se liquidará 

con base en la asignación básica devengada por el actor para la anualidad 

de 2012, por las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

DEL CASO EN CONCRETO 

 

Analizada en conjunto la normatividad referida anteriormente, es claro 

para esta parte que la entidad que represento si bien interviene en la 

elaboración o proyección del acto administrativo en este caso del 

reconocimiento de las cesantías ya sea parciales o definitivas, es el Fondo 

Nacional de Prestaciones del Magisterio quien aprueba el mismo y la 

Fiduprevisora como administradora de esa cuenta especial y a quien 

compete el análisis sobre el pago de las cesantías, en esa medida la única 

intervención que efectúa la entidad territorial llamada a juicio de acuerdo 

con la Ley anti tramites es en la elaboración y remisión del acto 

administrativo que en ultimas es aprobado como en el caso de autos por 

el Fondo quien tiene a su cargo el pago de estas prestaciones sociales de 

los docentes. 

 

Por lo que en esa medida la entidad que represento no esta llamada ni 

obligada a responder por lo pretendido en este juicio por la parte 

demandante. 

 

 

 

IV. EXCEPCIONES 
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Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que 

precede, me permito proponer las siguientes excepciones de fondo: 

 

1. EXCEPCIONES PREVIAS 

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA.-  

 

Excepción que tiene como fundamento los siguientes argumentos: 

 

Si bien es cierto la excepción de la legitimación en la causa por pasiva, 

en este tipo de procesos no constituye excepción de fondo  solicito se 

tenga en cuenta  que  la Secretaria de Educación Distrital no es quien 

autoriza ni determina a quien ni cómo debe reconocerse la cesantías 

parciales o definitivas.  Es la Fiduciaria la Previsora S.A. 

 

Legitimación de hecho en la causa se entiende como la relación 

procesal. La cual establece que se entre el demandante y el 

demandado por intermedio de la pretensión procesal; es decir es una 

relación jurídica nacida de la atribución de una conducta, en la 

demanda, y de la notificación de está  al demandado. Quien cita a 

otro y endilga a otro la conducta causante de la demanda, está 

legitimado de hecho por activa y aquél a quien  se cita y se atribuya  

acción  u omisión  resulta legitimado de  hecho   y  por  pasiva,   

después   de  la  notificación del  auto  admisorio  de  la demanda. 

 

La legitimación material en la causa alude, por regla general, a la 

participación real de las personas en el hecho origen de la demanda, 

independientemente de que dichas personas hayan demandado o 

hayan sido demandadas. 

 

La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición 

anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito 

favorable, al demandante o al demandado: 

 

La falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva, no 

enerva la pretensión procesal en su contenido, como sí lo hace una 

excepción de fondo. Sin más, si la legitimación en la causa es un 

presupuesto de la sentencia de fondo, porque otorga a las partes el 

derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito  de  las pretensiones 

del actor las razones de la oposición  por el demandado, mediante 

sentencia  favorable  o desfavorable, al ser una calidad subjetiva de las 

partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso, 

cuando una  de las partes carece de dicha calidad o atributo no 

puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces 

simplemente declararse inhibido para  fallar el caso de fondo. 

 

La Secretaría de Educación Distrital  no se encuentra legitimada en la 

causa por pasiva, porque si la ley no le ha transferido la administración 

del Fondo de prestaciones Sociales del Magisterio, no puede entrar a 

variar los factores y mucho menos conciliar los efectos patrimoniales de los 

actos administrativos, y aquellos dineros no le pertenecen. 

 

A continuación se citan las normas pertinentes que refuerzan el 
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planteamiento anterior: 

 

- Ley 33 de 1985. Art.1. El empleado oficia lque sirva o haya servido veinte años 

continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55años, tendrá derecho a que por 

la respectiva caja de previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de 

jubilación equivalente al 75% del salario promedio que sirvió de base para los 

aportes durante el último año de servicios. 

 
- Ley 91 de 1989. Art. 2 numeral 5. Las prestaciones sociales del personal nacional y 

nacionalizado que se causen a partir del momento de la promulgación de la 

presente ley, son de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio... 

 

- Decreto 3135 de 1968 y Decreto 1848 de'1969. El valor de la pensión mensual 

vitalicia de jubilación será equivalente al '75% del promedio de los salarios y 

primas de toda especie en el último año de servicios por el empleado oficial que 

haya adquirido el status jurídico de jubilado, por reunir los requisitos señalados en 

la ley para tal fin.                                                                                              

 

- Decreto 2831 de 2005. La Secretaría de Educación de la entidad territorial 

certificada a la que se encuentre vinculado   el  docente deberá: 

 

Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 

reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte 

la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho fondo. 

 

Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo y conforme con los formatos únicos por ésta adoptados, 

certificación de tiempo de servicios y régimen salarial y prestacional, del docente 

peticionarioo causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

 

Elaborar v remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de 

los 15 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad 

fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la 

certificación descrita en el numeral anterior. 

 

Previa  aprobación  por  parte  de  la  sociedad  fiduciaria  encargada  del  

manejo y administración de los recursos del Fondo, suscribire el acto 

administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del 

Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005, y las normas que las 

adiciones o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en 

los términos v con las formalidades y efectos previstos en la ley. 

 

Remitira la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 

Nacional  de  Prestaciones   Sociales  del  Magisterio,  copia  de  los  actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto 

con la constancia de ejecutoria para efecto de pago y dentro delos 3 días 

siguientes a que se encuentre en firme.” 

 

EXCEPCIONES DE FONDO.- 

 

PRESCRIPCION:  

 

La cual aplicaría conforme a las disposiciones legales y sobre aquellas 

solicitudes que han sobrepasado el término máximo legal para su 
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reclamación. 

 

LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra 

excepción que resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

V. PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las 

aportadas con la demanda 

 

 

 

También solicito que se tenga como medio de prueba el expediente 

administrativo, el cual puede ser consultado en el siguiente link: 

 
https://drive.google.com/drive/folders/1RF0hXzIDlUgbThpiXGBINujFb01Uzfe3?usp=share_link 

 

VI. NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito 

suministro los siguientes datos:  

 

A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, en 

la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o 

al Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

 

Señor Juez,  

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 

 

https://drive.google.com/drive/folders/1RF0hXzIDlUgbThpiXGBINujFb01Uzfe3?usp=share_link


OTORGAMIENTO DE PODER_ EXP. 2022-00479_ DEMANDANTE: 1033717810
GARZON BAQUERO LUISA FERNANDA (1)

Vie 24/02/2023 15:33

 
Señor Juez 
JUZGADO 16 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DE BOGOTÁ 
E.                    S.                   D.   
                                  
 
  
Ref.                      Acción:NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
                             Proceso: 2022-00479 
                             ID: 732437 

Demandante: 1033717810 GARZON  BAQUERO LUISA FERNANDA (1) 
Demandado:   BOGOTÁ, DISTRITO CAPITAL-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL DISTRITO 

 

JULIAN FABRIZZIO HUERFANO ARDILA, mayor de edad, domiciliado en esta ciudad, identificado con la cédula de
ciudadanía No. 86.046.382, en mi calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Secretaría de Educación del Distrito,
según Resolución de Nombramiento No. 2719 del 30 de agosto de 2022, Acta de Posesión No. 934 del 01 de septiembre de
2022, y conforme al Decreto No. 089 de 24 de marzo de 2021, “Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio
de la representación judicial y extrajudicial de Bogotá D.C. y se efectúan unas delegaciones”, y el artículo 5º de la Ley 2213 de
2022, manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente  al Abogado CARLOS JOSÉ HERRERA
CASTAÑEDA, identificado con la cédula de ciudadanía No.79.954.623 de Bogotá,  abogado en ejercicio, con la Tarjeta
Profesional No.141.955, expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en su calidad de Representante Legal de la Firma
HERRERA & JIMENEZ CONSULTRES LEGALES SAS., para que represente a Bogotá Distrito Capital - Secretaría de
Educación del Distrito, ante ese Despacho, en el proceso de la referencia. 
 
El apoderado queda ampliamente facultado para actuar en las diligencias, notificarse, interponer recursos, sustituir, reasumir,
desistir y en general todo lo relacionado con las actuaciones a que hubiere lugar para el cumplimiento del mandato y la defensa
de los intereses del Distrito Capital – Secretaría de Educación del Distrito. 
  
Por lo anterior, respetuosamente sírvase Señor Juez reconocer personería para actuar en los términos y para los efectos de este
mandato, quien tiene inscrito en el registro nacional de abogados la siguiente dirección de correo electrónico
chepelin@hotmail.fr. 
  
  
Atentamente,                                                                               Acepto, 
  
  
   
 
   
JULIAN FABRIZZIO HUERFANO ARDILA                     CARLOS JOSÉ HERRERA CASTAÑEDA 
C.C. No. 86.046.382                                                                    C.C. No. 79.954.623  
                                                                                                       T.P. 141.955 del C.S. de la J. 

J JULIAN FABRIZZIO HUERFANO ARDILA      
Para: carlos jose herrera castaneda
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8   • DECRETO 	 JI 

2.4 MAR 2021 
"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 

judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

LA ALCALDESA MAYOR DE BOGOTA, D. C. 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los 
numerales 1 y 3 del artIculo 315 de la Constitución Poiltica, los artIculos 35, 38 numerales 
1, 3, y 6; los artIculos 39 y 53 del Decreto Ley 1421 de 1993; el artIculo 9 de la Ley 489 de 
1998, los artIculos 159 y 160 de la Ley 1437 de 2011, ci artIculo 17 del Acuerdo Distrital 

257 de 2006 y, 

CONSIDERANDO: 

Que ci numeral 3 del artIculo 315 de la Constitución PolItica atribuye a los alcaldes la función 
de dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las funciones 
y la prestación de los servicios a su cargo; y representarlo judicial y extrajudicialmente. 

Que el artIculo 322 Idem establece que ci regimen politico, fiscal y administrativo de Bogota, 
Distrito Capital, será el que determinen la Constitución, las leyes especiales que para el 
mismo se dicten y las disposiciones vigentes para los municipios. 

Que el artIculo 35 del Decreto Ley 1421 de 1993 dispone que el/la Alcalde/sa Mayor es el/la 
jefe/a del gobiemo y de la administraciOn distrital, representa legal, judicial y 
extrajudicialmente a! Distrito Capital, y por disposición del artIculo 53 del mismo Estatuto, 
ejerce sus atribuciones por medio de los organismos o entidades creados por ci Concejo 
Distrital. 

Que ci articulo 9 de la Ley 489 de 1998 faculta a las autoridades administrativas, en virtud 
de lo dispuesto en la Constitución Politica para delegar las funciones a él conferidas por ci 
ordenamiento jurIdico, a sus colaboradores o a otras autoridades con funciones afines o 
complementarias, mediante acto de delegacion expreso. 

) 
Que asi mismo el artIculo 53 del Codigo de Procedimiento Administrativo y de 10 

Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, en adelante CPACA dispone que los 
procedimientos y trámites administrativos podrán realizarse a través de medios electrónicos 
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"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ej ercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

y, para garantizar la igualdad de acceso a la administraciOn, la autoridad deberá asegurar 
mecanismos suficientes y adecuados de acceso gratuito a los medios eiectrónicos o permitir 
ci uso altemativo de otros procedimientos. 

Que el üitimo inciso del artIculo 159 del CPACA, determina que las entidades y Organos que 
conforman ci sector central de las administraciones del nivel territorial, están representadas 
por el respectivo gobernador o aicalde distrital o municipal. En los procesos originados en la 
actividad de los órganos de control del nivel territorial, la representación judicial 
corresponderá al respectivo personero o contralor. 

Que el iuitimo inciso del artIculo 160 del CPACA seflala que los abogados vinculados a las 
entidades püblicas pueden representarias en los procesos contencioso-administrativos 
mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante deiegacion general o particular 
efectuada en acto administrativo. 

Que ci artIculo 186 del CPACA dispone que "todas las actuaciones judiciales susceptibies de 
surtirse en forma escrita deberán realizarse a través de las tecnologIas de la inlormaciOn y las 
comunicaciones, siempre y cuando en su envIo y recepción se garantice su autenticidad, 
integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con la icy". 

Que de conformidad con lo seflalado en ci artIculo 197 del CPACA, las entidades püblicas 
de todos los niveles, que actüen ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, deben tener 
un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones. 

Que la anterior disposición es concordante con lo previsto en ci artIculo 103 del Codigo 
General del Proceso - Ley 1564 de 2012, en adelante CGP, al determinar que en todas las 
actuaciones judiciales deberá procurarse el uso de las tecnologIas de la información y las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciaies, con ci fin de faciiitar y 
agilizar ci acceso a iajusticia, asI como ampliar su cobertura. 

Que conforme lo estabiece el numeral 13 del artIcuio 2.2.22.2.1 del Decreto Nacional 1083 
de 2015, modificado por ci Decreto Nacional 1499 de 2017 dentro de las poilticas de gestión 
y desempeflo institucionai se encuentra la defensa j uridica. 
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Que el artIculo 17 del Acuerdo Distrital 257 de 2006, faculta a las autoridades administrativas 
del Distrito Capital para delegar el ejercicio de sus funciones a sus colaboradores o a otras 
autoridades con funciones afines o complementarias, de conformidad con la Constitución 
PolItica y la ley, especialmente con la Ley 489 de 1998. 

Que el artIculo 1 del Acuerdo Distrital 638 de 2016 creó el Sector Administrativo Gestión 
Juridica integrado por la Secretarla Juridica Distrital como una entidad del Sector Central, 
con autonomIa administrativa y fmanciera. 

Que el Decreto Distrital 323 de 2016 modificado por el Decreto Distrital 798 de 2019 y por 
el Decreto Distrital 136 de 2020, estableció la estructura organizacional y funciones generales 
de la Secretarla Juridica Distrital. 

Que conlorme con el artIculo 2 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por el artIculo 
1 del Decreto Distrital 798 de 2019 la Secretarla Juridica Distrital se constituye como el ente 
rector en todos los asuntosjuridicos del Distrito Capital y tiene por objeto formular, orientar, 
coordinar y dirigir la gestión jurIdica de Bogota D.C.; asI como la definición, adopción, 
coordinación y ejecución de polIticas en materia de gestion judicial y representaciOn judicial 
y extrajudicial, entre otras. Por consiguiente, es necesario articular y orientar el ejercicio de 
la representación judicial y extrajudicial a la actual organización administrativa. 

Que el numeral 4 del artIculo 3 del referido Decreto Distrital 323 de 2016, establece en cabeza 
de la Secretarla Juridica Distrital el ejercicio del poder preferente a nivel central, 
descentralizado y local en los casos que la Administración lo determine. 

Que el artIculo 90 del Decreto Distrital 430 de 2018 "Por el cual se adopta el Modelo de 
Gestión Juridica Püblica del Distrito Capital y se dictan otras disposiciones" establece 
competencias especiales a cargo de la Secretarla Juridica Distrital, para ejercer el poder 
preferente a nivel central, descentralizado y local en los casos en que asI lo determine. 
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Que todas la entidades y organismos distritales del sector central, dentro de su estructura, 
cuentan con una dependencia que, entre otras funciones, se encarga de la representación 
judicial y extrajudicial de la respectiva entidad. 

Que es necesario reducir los trámites asociados a la suscripción de poderes generales, 
favoreciendo la celeridad y la economla procesal que demandan los trámites ante la 
jurisdicción. AsI como armonizar las delegaciones otorgadas a los jefes juridicos de las 
entidades en los Decretos Distritales de funciones de éstas, con el Decreto Distrital que 
concentra las reglas de la actividad litigiosa del Distrito. 

Que se requiere incorporar reglas generales en relación con las acciones tutelas, mej orar las 
delegaciones especiales en cabeza de las entidades del sector central y en general, impartir 
lineamientos que actualicen, orienten, unifiquen, articulen y fortalezcan la gestion judicial y 
extrajudicial, de acuerdo con los principios de la función administrativa y con los objetivos 
trazados por el Modelo Integrado de Planeación y Gestión. 

En mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

CAPTULO I 

REPRESENTACION JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL DE LAS ENTIDADES DE 
LA ADMINISTRACION DISTRITAL 

ArtIculo 1°.- Representación judicial y extrajudicial del sector central de la 
administración Distrital. Delegase a los Jefes y/o Directores de las Oficinas o direcciones 
JurIdicas y/o Subsecretarios JurIdicos de las entidades y organismos distritales del sector 
central la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, en relación con 
sus respectivos organismos, para todos aquellos procesos, acciones de tutela, diligencias, yb 
actuaciones judiciales, extrajudiciales o administrativas que se adelanten con ocasión de los 
actos, hechos, omisiones u operaciones que realicen, en que participen o que se relacionen 
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con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su objeto, misionalidad y funciones; 
con las facultades, limitaciones y reglas previstas en ci artIculo 50  de este decreto. 

Parágrafo. En los casos en que la entidad cuente con más de una dependencia con funciones 
jurIdicas, la delegaciOn recae en aquella que, atendiendo a su estructura intema, desempefle 
la función de representación judicial y extrajudicial. 

ArtIculo 2°.- Representación judicial y extrajudicial del sector descentralizado de la 
administración Distrital. Las entidades del sector descentralizado conforme su naturaleza, 
se representan a sj mismas en to judicial y extrajudicial a través de sus representantes legates 
y conforme los actos de delegación internos. En armonia con las disposiciones y 
orientaciones contenidas en este Decreto se deberá garantizar la coordinación estratégica de 
la gestion judicial y extrajudicial con el sector central de la administración. 

Parágrafo. Cuando en un mismo proceso o actuación se vincule genéricamente al Distrito 
Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota y a una entidad 
descentralizada, la entidad cabeza del sector central al que esta pertenezca, atenderá, en 
coordinación con la entidad descentralizada, la representación judicial y extrajudicial del 
sector central de la administración Distrital, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en 
los artIculos 8° y 9° de este Decreto. 

ArtIculo 3°.- Representación judicial y extrajudicial de los órganos de control del orden 
distrital. Los órganos de control del orden distrital ejercerán su representación judicial y 
extrajudicial de conformidad con 10 previsto en los artIculos 104, 105 y 118 del Decreto Ley 
1421 de 1993 y los artIculos 159 y 160 del CPACA, o de las normas que los sustituyan. 

Paragrafo. Los procesosjudiciales que se adelanten contra los órganos de control distritaies, 
en los cuales se disponga la vincuiación de Bogota, Distrito Capital, la representaciónjudicial 
y extrajudicial del sector central de la administración, seth ejercida por la Dirección Distrital 
de Gestión Judicial de la SecretarIa Juridica Distrital, con las facultades previstas en ci 
artIculo 5 de este Decreto y en coordinación con ci ente de control. 
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Articulo 40•.. Representación judicial y extrajudicial del Concejo de Bogota. En los 
procesos judiciales y extrajudiciales, trámites administrativos que se deriven de los actos, 
hechos, omisiones u operaciones que expida, realice o en que incurra o participe ci Concejo 
de Bogota, D.C., como corporaciOn, la representaciOn judicial y extrajudicial Ic corresponde 
a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, conforme las 
siguientes reglas: 

4.1. La Oficina Asesora Juridica del Concejo de Bogota, con ci fin de iograr una adecuada 
gestión judicial, deberá coordinar los aspectos jurIdicos y misionales requeridos, con 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. Conforme lo 
dispuesto por ci sub numeral 4 del numeral IV del Capftulo 1 del Acuerdo Distrital 492 de 
2012, en concordancia con ci artIculo 10 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por 
ci Decreto Distrital 798 de 2019. 

4.2. Con ci objeto de garantizar la imparcialidad en la defensa de los actos administrativos 
expedidos por ci Concejo de Bogota, en los cuales se pueda prcsentar una conflicto de 
intereses en razón a la posición contradictoria de la administración pübiica frentc al 
respectivo acto, ci Concejo de Bogota cuando lo considere oportuno, podrá asumir 
directamente la defensa judicial, para lo cual la Dirección Distrital de Gestión Judicial 
otorgará ci respectivo poder al Director Juridico del Concejo de Bogota o a quien determine 
la mesa dircctiva de esta corporación. 

ArtIculo 5°.-. Facultades inherentes a la representación judicial y extrajudicial. La 
represdntación judicial y extrajudicial que mediante ci presente Decreto se delega, 
comprende las siguientes facultades: 

5.1. Actuar, transigir, conciliar judicial y extrajudicialmente, desistir, intcrponcr recursos, 
participar en la práctica de los mcdios de prueba o contradicción y en general todo lo 
relacionado con las actuaciones a que hubiere iugar para ci cumplimiento del mandato y la 
defensa de los intereses de la cntidad, en nombre de Bogota, Distrito Capital. 

5.2. Atender, en nombre de Bogota, Distrito Capital, los rcquerimientos judiciales o de 
autoridad administrativa, relacionados con las funcioncs inhcrcntes a la respectiva cntidad. 
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5.3. Constituir apoderados generales y especiales con las facultades de ley, para la atención 
de los procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas de 
su competencia, conforme a lo dispuesto en el presente decreto. El poder deberá ajustarse a 
los parámetros de identidad corporativa fijados en el artIculo 22 de este Decreto. 

5.4. Iniciar las acciones j udiciales y actuaciones administrativas que fueren procedentes para 
la defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. Esta facultad podrá ejercerse respecto 
de los actos que la entidad haya proferido, o respecto de asuntos asignados, sin perjuicio de 
la facultad de la Secretarla JurIdica Distrital para iniciar o intervenir en nombre y en defensa 
de los intereses de Bogota, Distrito Capital, en las acciones judiciales contra leyes, decretos 
y/o actos de autoridades administrativas del orden nacional. 

5.5. Atender directamente las solicitudes de informes juramentados, conforme al 
artIculo 217 del CPACA, 195 del CGP y demás normas procesales concordantes, o aquellas 
que las sustituyan. 

5.6. Adoptar todas las medidas necesarias para dar cumplimiento a las providencias 
judiciales y decisiones extrajudiciales y administrativas, en las cuales resulte condenada u 
obligada directamente la respectiva entidad, de conformidad con las disposiciones especiales 
fijadas por el/la Alcalde/sa mayor. 

Parágrafo. Los delegatarios ejercerán estas facultades conforme a la normatividad aplicable 
y en observancia de las polIticas y competencias de los Comités de Conciliación de las 
entidades, procedimientos internos y las directrices que imparta la Secretaria JurIdica 
Distrital. 

ArtIculo 6. Representación del Distrito Capital en audiencias o requerimientos 
judiciales y extrajudiciales. El/la Alcalde/sa Mayor, designará mediante acto 
administrativo los servidores püblicos que tendrán la facultad de comparecer en su nombre 
y representación ante los Despachos Judiciales o autoridades administrativas, cuando 
además del respectivo apoderado, se requiera su presencia expresa como representante legal 
del Distrito Capital. 
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El acto administrativo que realice la designación deberá indicar de manera expresa las 
facultades con que el/los designado/s concurre/n a la instancia judicial o extrajudicial y 
cumpliendo los requisitos del artIculolO de la Ley 489 de 1998 y demás normas 
concordantes. 

En los casos donde sea un requisito legal deberán aportar la autorización del Comité de 
ConciliaciOn de la respectiva entidad. 

Articulo 70•  Reglas para la representación judicial en acciones de tutela. Cada 
organismo integrado o vinculado a una acción de tutela, debe responder directamente ante 
el despacho judicial por los hechos, peticiones y derechos fundamentales presuntamente 
vulnerados y aperturas de incidentes de desacato. Para tal efecto se deberán atender las 
siguientes reglas: 

7.1. Cuando la respectiva entidad se notifique de una acción de tutela, o tenga conocimiento 
de esta y advierta que la respuesta, o informe de tutela debe ser emitido por otra entidad del 
sector central que no está vinculada, o que no ha sido inlormada, deberá advertirlo 
inmediatamente a través del buzón de notificaciones a la Secretarla JurIdica Distrital, quien 
se encargará de realizar el traslado para su integración al trámite. 

7.2. En caso de que varias entidades sean vinculadas o integradas por la Secretarla Juridica 
Distrital a una acción de tutela, los informes y respuestas que se alleguen al despacho judicial 
de conocimiento deberán versar sobre los argumentos de defensa, pronunciarse frente a los 
hechos, derechos y pretensiones en relación con la misionalidad de la respectiva entidad, 
evitando seflalar a otra entidad como responsable de la vulneración del derecho. 

7.3. Cuando una acciOn de tutela vincule genéricamente a el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota 
D.C., o el Distrito Capital de Bogota. La Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretarla JurIdica Distrital determinará las entidades del sector central que, conforme a la 
relación misional con los hechos y peticiones, deberán pronunciarse ante el despacho 
judicial. 
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7.4. Las acciones de tutela que vinculen a la Secretarla JurIdica Distrital, como representante 
del/la Alcalde/sa Mayor de Bogota, D.C., o a! Distrito Capital de Bogota serán remitidas a 
las entidades y organismos a los que corresponda la defensa de los intereses del Distrito 
Capital conforme con su misionalidad y competencias. 

7.5. La apertura de incidentes de desacato deberá ser atendido por la entidad condenada o 
involucrada mediante acto administrativo en el cumplimiento. En el caso de que este se inicie 
de manera genérica en contra de Bogota Distrito Capital yio el/la Alcalde/sa Mayor de la 
Ciudad, este será direccionado a la entidad responsable del cumplimiento en consideración 
de lo previsto en el inciso segundo del artIculo 53 del Decreto Ley 1421 de 1993, 
exceptuando los que sean considerados asuntos de alta importancia, los cuales serán 
atendidos por la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

Parágrafo. Cuando se presenten las situaciones descritas en los numerales 7.3 y 7.4 del 
presente artIculo, la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, 
comunicará al Despacho Judicial que el/la Alcalde/sa Mayor de la Ciudad de Bogota, como 
maxima autoridad de la administración distrital, ejerce sus atribuciones por medio de los 
organismos y entidades creados por el Concejo de Bogota y que corresponde a las entidades 
a las cuales se les ha dado traslado de la tutela, ejercer la defensa del Distrito Capital. 

CAPITULO II 

DELEGACIONES SECTORIALES 

SECTOR GESTION JURIDICA 

ArtIculo 8°.- Poder preferente de la Secretarla JurIdica Distrital. La Secretarla Juridica 
Distrital podrá ejercer, en aquellos asuntos de alta relevancia o importancia estratégica para 
Bogota D.C., el poder preferente establecido en el artIculo 9 numeral 9.5 del Decreto Distrital 
430 de 2018, con lo cual asumirá la representación judicial del nivel central, descentralizado 
o local con el objeto de centralizar la defensa judicial y extrajudicial del Distrito Capital, en 
los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción y en cualquier estado del proceso. 
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En ejercicio de estas facultades la Secretaria Juridica Distrital también podrá asumir la 
representación judicial para interponer nuevas acciones judiciales y constituirse como 
vIctima o como parte civil en procesos penales. 

Parágrafo 1. Para ci efecto, la respectiva entidad le otorgará poder especial al abogado que 
designe la Secretarla Juridica Distrital y será otorgado de conformidad con las facultades 
especiales previstas en ci numeral 5.3. del artIculo 5 de este decreto y las demás normas 
procesales aplicables. 

Parágrafo 2. De conformidad con lo previsto en ci articulo 131 del Acuerdo Distrital 761 
de 2020, la responsabilidad contingente del proceso cuya representación es asumida por la 
Secretaria Juridica Distrital, recaerá sobre las entidades demandadas que están siendo 
representadas por ésta. 

Asi mismo, la entidad o entidades distritales que han sido desplazadas en la defensa judicial 
por la Secretaria Juridica Distrital asumirán los gastos, costas, honorarios, agencias en 
derecho y demás erogaciones que se generen como consecuencia del proceso judicial. 

En ci caso de encontrarse vinculadas varias entidades del sector central yio descentralizado, 
se podran suscribir convenios interadministrativos para designar un mismo apoderado, aunar 
esfuerzos financieros y estabiecer parámetros especificos frente a la defensa técnica. 

Parágrafo 3. La entidad distrital qüe ha sido despiazada en la defensa judicial de que trata 
ci presente artIculo deberá continuar haciendo ci seguimiento y acompafiamiento a las 
actuaciones adelantadas por la Secretaria Juridica Distrital y podrá hacer recomendaciones 
sobre el proceso, para lo cual podrá acceder a toda la información que se requiera para ci 
efecto. AsI mismo la respectiva entidad deberá prestar de forma eficaz y eficiente toda la 
información e insumos que requiera la Secretaria Juridica Distrital para ejercer la defensa 
judicial. 

ArtIculo 9°.-. Delegaciones especiales en la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretaria Juridica Distrital. Delegase en el/ia Director/a Distrital de Gestión Judicial de 
la Secretaria Juridica Distrital la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 

Carrera8No10-65 
Código Posthi: 1,11711 
Tel: 3813000 
wiwbogov.co 
nf: Lr'ea 195 BOGOT4 

231 0460-FT-078 Version 01 



Continuación del Decreto N°. Q 8 9 	DE r2 4 MAR 2021 Pág. 11 de 22 

"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ej ercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 del presente decreto, respecto de los 
siguientes asuntos: 

9.1. En los procesos, diligencias y actuaciones iniciadas contra el/la Alcalde/sa Mayor de 
Bogota, Distrito Capital, que, por razones de importancia jurIdica, económica, social, 
ambiental, de seguridad, cultural, o de conveniencia, se estime procedente. 

9.2. En las acciones populares y de grupo que se adelanten contra Bogota, Distrito Capital, 
y/o entidad del sector central, que se hubieren notificado con posterioridad al 1 de agosto de 
2005. 

9.3. En los procesos para el levantamiento de fuero sindical que deba adelantar Bogota, 
Distrito Capital, y/o cualquier entidad del sector central. 

9.4. En los procesos judiciales y mecanismos alternativos de soluciOn de conflictos, 
notificados con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, en los que se vinculó al Distrito 
Capital, las SecretarIas de Despacho, los Departamentos Administrativos, la Unidad 
Administrativa Especial de Servicios Páblicos (antes UESP), las Localidades, los Alcaldes 
Locales, las Juntas Administradoras Locales yio los Fondos de Desarrollo Local. 

9.5. En los medios de control o mecanismos alternativos de solución de conflictos en contra 
o donde se dispuso la vinculación de la Secretarla de Obras Püblicas - SOP, hasta su 
transformación. 

9.7. En los medios de control contra leyes, decretos y/o actos de autoridades administrativas 
del orden nacional, en defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. 

9.8. En los medios de control iniciados contra los decretos distritales expedidos por el/la 
Alcalde/sa del Distrito Capital de Bogota, D.C. 

9.9. En la coordinación con la Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado para la 
eventual solicitud y trámite del concepto de controversias jurIdicas del que trata el numeral 
7 del artIculo 112 del CPACA, modificado por el articulo 19 la Ley 2080 de 2021. 
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Parágrafo 1. Corresponde a cada una de las entidades y organismos distritales que están 
siendo representados por la Secretaria JurIdica Distrital, proporcionar los antecedentes 
administrativos necesarios para la adecuada gestión judicial, asf como apoyar la defensa 
técnica cuando asI lo requiera la Dirección Distrital de GestiOn Judicial. 

Para el ejercicio de la delegacion efectuada en el numeral 9.2, corresponde a la Secretarla 
Distrital de Gobierno a través de la respectiva alcaldIa local coordinar, centralizar y presentar 
de manera unificada la información del sector de las localidades, cuyas dependencias son 
mencionadas en el articulo 110  del presente Decreto. 

Paragrafo 2. Cuando en un mismo medio de control se acumulen pretensiones de nulidad 
simple y de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de un acto administrativo de 
carácter general que disponga la modificación de planta de personal de las entidades del 
Sector Central y del acto administrativo de carácter particular de desvinculación, ejecución 
o cumplimiento, la representación judicial será ejercida por la respectiva entidad. 

ArtIculo 10°.-Facultades especiales delegadas en la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la SecretarIa JurIdica Distrital. Delegase en el/la Director/a Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, las siguientes facultades: 

10.1. Notificarse personalmente de autos admisorios de demandas o del inicio de acciones 
judiciales o extrajudiciales y de actos proferidos en actuaciones administrativas iniciadas 
contra Bogota, Distrito Capital, y/o cualquiera de sus Secretarlas de Despacho, 
Departamentos Administrativos, Unidades Administrativas Especiales sin personerla 
jurIdica, Localidades, AlcaldIas Locales, Juntas Administradoras Locales o Fondos de 
Desarrollo Local, o contra el Concejo Bogota. 

10.2. Otorgar poderes y/o designar apoderados especiales, comparecer directamente en los 
asuntos y reclamar ante las entidades u organismos correspondientes, la entrega de tItulos 
judiciales a favor del Distrito Capital. 
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10.3. Comparecer directamente o a través de apoderado en las circunstancias previstas en 
los artIculos 8 y9 del presente decreto y las que sean de competencia de la Secretarla JurIdica 
Distrital. 

10.4. Determinar la entidad del sector central de la Administración Distrital que atenderá la 
representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, cuando en un 
mismo proceso o actuación se vincule a más de una entidad Distrital, o cuando se demande 
genéricamente al Distrito Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor 
de Bogota y el asunto no esté previsto en el artIculo 9 del presente decreto. 

10.5. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el desarrollo de la defensa 
judicial o extrajudicial de la Adniinistración Distrital. En aquellos procesos que requieran 
un alto nivel de coordinación. 

10.6. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el cumplimiento de 
sentencias o decisiones j udiciales o extrajudiciales, que involucren a más de una entidad del 
nivel central, entidad descentralizada o localidad de la Administración Distrital, cuyos 
mandatos requieran un despliegue de actuaciones que correspondan a entidades del Distrito, 
aun cuando no hubieren sido expresamente estabiecidos a su cargo. 

Parágrafo. Los Comités de los que trata el presente artIculo también podrán ser 
conformados por solicitud de las entidades distritales, a través de escrito donde se 
fundamente su necesidad. Dicha solicitud será evaluada por la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. 

SECTOR GOBIERNO 

Articulo 11°.-Delegaci6n especial de la representación judicial y extrajudicial en la 
Secretarla Distrital de Gobierno. Delegase en ci Jefe de la Dirección JurIdica de la 
Secretarla Distrital de Gobierno la representaciónjudicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
Capital, con las facuitades previstas en el artIculo 5 de este decreto. En relación con todos 
aquellos procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas 
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que se adelanten con ocasión de los actos, hechos, omisiones u operaciones que expidan o 
realicen las AlcaldIas Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo 
Local y las Inspecciones de Policla. 

Parágrafo. Se exceptian de esta asignaciOn, los procesos relacionados en el numeral 9.4 del 
articulo 9 de este decreto. 

Articulo 12°.- Delegación especial de la representación judicial y extrajudicial en el 
Departamento Administrativo de la DefensorIa del Espacio Püblico-DADEP. Delegase 
en el/la Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del DADEP, con las facultades previstas en ci 
articulo 5 de este decreto, la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, 
Distrito Capital, en lo que se refiere a la defensa y saneamiento de los bienes inmuebles que 
conforman el patrimonio inmobiliario Distrital, incluidos los procesos necesarios para la 
defensa, custodia, preservación y recuperación de los bienes del espacio püblico del Distrito 
Capital, iniciados con posterioridad al 1 de enero de 2002. 

Parágrafo 1. ExceptCiense de esta delegacion las acciones judiciales que deban iniciarse 
como consecuencia de la adquisicion de inmuebles por via de expropiaciOn, conforme a lo 
dispuesto en el articulo 2 del Decreto Distrital 61 de 2005, o la norma que lo modifique. 

Parágrafo 2. La presente delegacion no comprende la asunción de las cargas u obligaciones 
a cargo del inmueble, relacionadas con pagos pendientes o deudas de este, las cuaies son 
responsabilidad de las entidades disiritales a las que se les haya entregado la administraciOn 
del respectivo inmueble. 

SECTOR HACIENDA 

Articulo 13°.-Delegaciones especiales de la representación judicial y extrajudicial en la 
SecretarIa Distrital de Hacienda. Delegase en el/la Directorala JurIdico/a de la Secretaria 
Distrital de Hacienda la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 
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13.1. En la presentación de reclamaciones ante entidades financieras püblicas o privadas, o 
de cualquier otra Indole, relativas a recaudos por concepto de impuestos distritales o ingresos 
no tributarios. 

13.2. En los procesos judiciales en materia fiscal y tributaria. 

13.3. En los procesos, diligencias y actuaciones que se adelanten con ocasión de los procesos 
concursales - Acuerdos de reestructuración, Regimen de Insolvencia Empresarial, 
Insolvencia de Persona Natural No Comerciante y Liquidación Administrativa, en los cuales 
las entidades de la Administración Central del Distrito Capital y del sector de las Localidades 
tengan interés, exceptuando las liquidaciones voluntarias. 

Los entes distritales cumplirán con los requerimientos de las autoridades judiciales y 
admiriistrativas en procura de la defensa de los intereses de su entidad. Para efecto de atender 
dichos requerimientos, deberán cumplir con los lineamientos que expidan la Secretarla 
Distrital de Hacienda y la Secretarla JurIdica Distrital. 

13.4. En los asuntos de carácter administrativos relativos a temas de administración de 
personal, acciones contractuales, entre otros, de las entidades liquidadas o en procesos de 
liquidación que deben ser atendidos y resueltos por la Secretarla Distrital de Hacienda. Lo 
anterior sin perjuicio de las facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de 
este decreto. 

ArtIculo 14°.- Delegaciones especiales en el Fondo de Prestaciones Económicas, 
CesantIas y Pensiones -FONCEP. Delegase en el Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del 
FONCEP la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 

14.1. En los procesos del Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., Fondo de Ahorro 
y Vivienda Distrital -FAVIDI (ahora FONCEP), relacionados con el reconocimiento y pago 
de las pensiones legal, convencional, sanción, indexación, asI como los demás procesos que 
se refieran a dichas pensiones. 
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14.2. En los procesos de los entes liquidados Caja de Prevision Social Distrital -CPSD, 
Empresa Distrital de Transporte Urbano -EDTU, Centro Distrital de Sistematización y 
Servicios Técnicos —SISE, Empresa Distrital de Servicios Püblicos -EDIS, Fondo de 
Educación y Seguridad Vial -FONDATT y de la SecretarIa de Obras PUblicas -SOP, 
relacionados con pensiones legal, convencional, sanción y otras obligaciones pensionales. 

Parágrafo. El FONCEP asumirá y pagará las condenas judiciales ordenadas por las 
diferentes instancias judiciales, derivadas de las entidades liquidadas o suprimidas en 
materia pensional con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., efecto para el 
cual debe liquidar las condenas a que haya lugar y expedir la resolución de cumplimiento y 
pago de estas, con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C. 

De la misma manera, las costas que se decreten en providencias judiciales en las cuales la 
condena principal se refiere a los derechos antes referidos, se pagarán con cargo a los Fondos 
de Pasivos de las entidades liquidadas o suprimidas. 

SECTOR MOVILIDAD 

ArtIculo 15°.- Delegación especial de la representación legal en lo judicial y 
extrajudicial en la Secretarla Distrital de Movilidad. Delegase en el/la Director/a de 
Representación Judicial de la SecretarIa Distrital de Movilidad la representaciOn judicial y 
extrajudicial, de Bogota, Distrito Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 de este 
decreto, para iniciar los procesos judiciales o mecanismos altemativos de solución de 
conflictos derivados de asuntos del resorte exclusivo de la suprimida Secretarla de Tránsito 
y Transporte, y del liquidado Fondo de Educación y Seguridad Vial -FONDATT, en los 
cuales tenga interés Bogota, Distrito Capital. 

De la misma forma, asumirá la representación judicial de los procesos activos contra el 
FONDATT iniciados a partir del 1 de enero de 2012. Lo anterior sin perjuicio de las 
facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de este decreto. 

CAPITULO III 
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DE LAS NOTIFICACIONES 

ArtIculo 16°.- Dirección para notificaciones judiciales, extrajudiciales y 
administrativas. La dirección oficial para notificaciones de autos admisorios, inicio de 
actuaciones extrajudiciales o administrativas, en los que Bogota, Distrito Capital o el/la 
Alcalde/sa Mayor sea sujeto procesal, corresponde a la sede administrativa donde funcione 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

En consecuencia, las entidades del sector central deberán abstenerse de notificarse en sus 
respectivas sedes administrativas de las referidas actuaciones en representación de Bogota, 
Distrito Capital. 

Paragrafo. Se exceptüan de la aplicación de este artIculo y pueden ser recibidas 
directamente ya sea de manera fisica o a través de mensajes de datos, las notificaciones que 
se describen a continuación. 

La admisión de acciones de tutela. 
La admisión de acciones de repetición. 
La apertura de querellas contra una entidad determinada. 
La apertura de actuaciones administrativas que involucre a una entidad especIfica. 

ArtIculo 170.- Dirección para notificaciones electrónicas en lo judicial y 
extrajudicial. La dirección electrónica oficial para la notificación de autos admisorios de 
demanda y citaciones a audiencia de conciliación extrajudicial de Bogota Distrito Capital, 
es ci buzón de correo electrónico notificacionesiudiciales(isecretariaiuridica.gov.co  

Parágrafo 1. Corresponde a la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital administrar el buzón electrónico seflalado en el presente artIculo. AsI como 
remitir los mensajes de datos contentivos de las notificaciones de autos admisorios de 
demandas a las entidades que conforme con criterios fijados en el presente decreto deban 
ejercer la representación en lo judicial y extrajudicial. La remisión deberá ilevarse a cabo 
máximo al dIa siguiente de su recibo. Para la contabilización de los términos sefialados en la 
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ley se deberá tener en cuenta la fecha en la que el Despacho Judicial remitió la notificación 
en el buzón expresamente seflalado en este artIculo. 

Parágrafo 2. Todas las entidades deben contar con una dirección electrónica para recibir ci 
traslado de las notificaciones judiciales, en los términos seflalados en las Circulares 
Nos. 086 de 2012, 028 de 2013 y 51 de 2015 de la Secretarla General de la AlcaldIa Mayor 
de Bogota, D.C., o las que las sustituyan o modifiquen. En caso de generarse cambio de 
dominio o dirección electrónica, deberá informarse de manera inmediata a la DirecciOn 
Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital. 

Articulo 18°.- Radicación en ci Sistema de Información de Procesos judiciales. Surtida 
la notificación de un auto admisorio de demanda, del inicio de actuaciones, extrajudiciales 
o administrativas, corresponde a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital realizar la radicación en el Sistema de Información de Procesos Judiciales, 
para posteriormente ser aceptada y actualizada por parte de la entidad competente para 
ejercer la representación en lo judicial o extrajudicial del Distrito Capital. 

Parágrafo. Las acciones de tutela y de cumplimiento deberán radicarse y controlarse 
judiciatmente de manera directa por las entidades y organismos distritales de todos los 
niveles y sectores. 

CAPITULO LV 

COORDINACION INTERADMINISTRATIVA 

ArtIculo 19°.- Conflictos o controversias entre organismos y/o entidades 
distritales. Cuando se presenten conflictos o controversias juridicas, administrativas o 
económicas entre organismos y/o entidades distritales, éstas antes de iniciar cualquier acción 
judicial, extrajudicial, o administrativa, deberán solicitar la intervención de la Secretaria 
Juridica Distrital, para que a través de una negociaciOn interadministrativa se procure un 
acuerdo voiuntario que ponga fin a la controversia, procurando evitar que las entidades 
acudan a lajurisdicción. 
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Corresponde a la Subsecretarla JurIdica Distrital de la Secretarla Juridica Distrital, dirigir la 
negociación, para lo cual establecerá los lineamientos intemos para adelantar la intervenciOn, 
determinará la concurrencia de las dependencias que conforme a la temática deban apoyar 
la intervención, segin lo previsto en el numeral 13 del artIculo 9 del Decreto Distrital 323 
de 2016 modificado por el artIculo 7 del Decreto Distrital 798 de 2019 y en concordancia 
con el numeral 9.3 del artIculo 9 del Decreto Distrital 430 de 2018. 

19.1. Se deberá Ilevar un registro del niimero de mediaciones realizadas, indicando como 
mInimo los siguientes aspectos: entidades participantes, naturaleza de la controversia, 
problema j uridico, resultado de la intervención. 

19.2. En los casos en que se identifiquen causas reiterativas, la Subsecretaria JurIdica 
Distrital, establecerá lineamientos o polIticas distritales, sectoriales o temáticas para evitar 
que se presenten nuevas intervenciones susceptibles de ser llevadas a la jurisdicción. 

19.3. La naturaleza de la intervención realizada por la Secretaria JurIdica Distrital es una 
buena práctica de carácter administrativo que no suspende términos de caducidad ni 
constituye un requisito de procedibilidad fij ado por la ley. 

ArtIculo 200. Representación judicial y extrajudicial en caso de traslado de 
competencias. En los casos en que se presente un traslado de competencias funcionales 
entre entidades del sector central, o entre una entidad del sector central y una del sector 
descentralizado, la representación judicial y extrajudicial en los procesos y actuaciones que 
se encuentren en trámite, asi como en aquellos que se inicien con posterioridad, será asuniida 
por la entidad en cabeza de la cual quedaron fijadas las competencias funcionales y 
misionales que se relacionen con el objeto del proceso. 

En todo caso, las entidades interesadas deberán adoptar las medidas necesarias para 
garantizar que la defensa de los intereses del Distrito Capital no se yea afectada o 
interrumpida. La transferencia documental se deberá realizar con sujeción a las normas 
archivIsticas vigentes. Adicionalmente, se deberá actualizar la totalidad del proceso en el 
Sistema de Procesos Judiciales 
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Articulo 21°.-Actuaciones en acciones populares entre particulares. Corresponde a cada 
entidad atender las acciones populares entre particulares en las que conforme su 
misionalidad y competencia deban concurrir ante los Jueces Civiles del Circuito como 
entidad encargada de proteger ci derecho o el interés colectivo afectado por un particular. 
Lo anterior en los términos del ültimo inciso del artIculo 21 de la Ley 472 de 1998 o aquellas 
que la modifiquen o droguen. 

En el caso de que en el auto de apertura o medida cautelar se vincule a la entidad de la 
administración distrital con la calidad de demandada. Esta deberá recurrir la decision y alegar 
falta de jurisdicción conforme lo previsto en el artIculo 104 de la Ley 1437 de 2011 o aquelias 
que la sustituyan. 

ArtIculo 22°.- Identidad corporativa de Bogota, Distrito Capital, en materia de 
representación judicial y extrajudicial. En el cuerpo de todas las intervenciones 
procesales, de las entidades del sector central deberá señalarse al respectivo Despacho 
Judicial que se está obrando en nombre de "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL", y seguido 
entre guiones ci nombre de la respectiva entidad distrital. Cuando se esté representando a 
más de una entidad, solo se deberá seflalar "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL- SECTOR 
CENTRAL". 

Todas las entidades distritales deberán incorporar en el encabezado o margen superior del 
cuerpo de los poderes que se otorguen, ci escudo de la ciudad de Bogota y la expresión 
"Bogota, D.C.". Cuando se otorgue poder para asistir a audiencia de conciliación o de pacto 
de cumplimiento, deberá dejarse expresa constancia que el apoderado queda facuitado para 
conciliar o presentar proyecto de pacto de cumpiimiento en nombre de "Bogota, Distrito 
Capital". 

ArtIculo 23°.- Buenas prácticas y lineamientos para ci ejercicio de los apoderados del 
Distrito Capital. Los abogados que representen al Distrito Capital de Bogota, D.C., deberán 
observar los siguientes lineamientos: 
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23.1. Cuando en un proceso se encuentren vinculadas varlas entidades distritales, deberá 
V 

promover la defensa estratégica de la âdminisia4ion distrital, coordinado con los sectores 
administrativos estrategias conjuntas;  

23.2. Debe conocer los sistemas de información y las herramientas disponibles por la 
administración distrital queacilitan la obtención de inlormación relacionada con la defensa 
judicial y extrajudicial del Distrito Capital. Wsi como mantener actualizada la inlormación 
de los procesos a su cargo. 

Parágrafo: Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas yb 
Subsecretarios Juridicos de las entidades y organismos distritales del sector central, en 
coordinación con las dependencias de contratación de la respectiva entidad, verificar que los 
abogados externos que sean contratados para defender los intereses de la administración 
distrital, no se encuentren asesorando o adelantando procesosjudiciales en contra del Distrito 
Capital, y mantener dicha probibiciOn durante la vigencia del contrato, conforme al 
parágrafo del artIculo 45 del Decreto Distrital 430 de 2018. 
Articulo 24°.- Coordinación del Sistema de procesos judiciales. La Dirección Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, tendrá a su cargo la coordinación general 
e interinstitucional del Sistema de Procesos Judiciales. 

Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas o Subsecretarios 
Juridicos de las entidades de todos los niveles y sectores, garantizar la actualizaciOn oportuna 
de la información. 

ArtIculo 25°- Cobro de costas judiciales y agencias en derecho. Las entidades Distritales 
deberán realizar el cobro de costas judiciales y agencias en derecho, de manera preferente, a 
través del cobro persuasivo y/o de la jurisdicción coactiva reglamentada en el Decreto 
Distrital 397 de 2011, o el que lo sustituya. 

ArtIculo 26°.- Vigencia y derogatorias. El presente Decreto rige a partir del dIa siguiente a 
la fecha de su publicaciOn y deroga los Decretos Distritales 212 y 270 de 2018. 

PUBLIQUESE, Y CUMPLASE. 
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DadoenBogotá,D.C.,alos ' 	

lu 
CLAUDIA NAYIBE LOPEZ HERNANDEZ 

24 MAR 2021 	 Alcaldesa Mayor 

6Z) 
--

I 

- WILLI IBARDOAM  
Secretario 	'dico Distrita 

ProyectO: Paola Andrea G6mez Vdlez - Abogada - Contratista Direccidn de Gestidn judicial. 
Reviad: Luz Elena Rodriguez Quimbayo - Directora de GestiOn judicial. 	I 

Paulo Andrds Rincdn Garay - Asesor -Subsecretaria Juridica fr(, 
AprobO: Ivan David Marquez Castelblanco - Subsecretario Juridico Distrital 
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RV: REMISIÓN PODER Y CONTESTACIÓN DEMANDA RADICADO: 11001-33-35-016-2022-
00479-00 DTE:LUISA FERNANDA GARZÓN BAQUERO

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 17/04/2023 10:33 AM

Para: Juzgado 16 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: Perilla Moreno Gabriela <t_gperilla@fiduprevisora.com.co>

8 archivos adjuntos (3 MB)
CONTESTACION DEMANDA_LUISA FERNANDA GARZÓN BAQUERO_SM.pdf; CERTIFICACION DE PAGO.pdf; PODER.pdf; Cedula
150.pdf; Tarjeta profesional.pdf; PODER GENERAL E.P. No. 0063 DRA. MERY JOHANA FORERO TORRES.pdf; CERTIFICADO SFC -
ABRIL 04 DE 2023 (002).pdf; CAMARA DE COMERCIO - MARZO 16 DE 2023.pdf;

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo jus�cia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente,

 
Grupo de Correspondencia 

Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 
Sede Judicial  CAN

CAMS

De: Perilla Moreno Gabriela <t_gperilla@fiduprevisora.com.co>
Enviado: viernes, 14 de abril de 2023 13:03
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RV: REMISIÓN PODER Y CONTESTACIÓN DEMANDA RADICADO: 11001-33-35-016-2022-00479-00
DTE:LUISA FERNANDA GARZÓN BAQUERO
 
Señores:
JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ
Sección Segunda
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
E.            S.        D
Acción:                    NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Demandante:        LUISA FERNANDA GARZÓN BAQUERO
Demandado:         NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO
                               NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
Vinculado:             FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN BOGOTÁ
Radicación:           11001-33-35-016-2022-00479-00
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ASUNTO: PODER ESPECIAL Y CONTESTACION DE LA DEMANDA
 
XIOMARA GABRIELA PERILLA MORENO, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., e
identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.032.457.705 de Bogotá y Tarjeta Profesional No. 307220 del
Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderada judicial de FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., de
manera respetuosa remito los documentos mencionados en el asunto, con sus respectivos anexos, con el fin
que sea reconocida personería adjetiva para actuar, en los términos y para los fines del mandato adjunto, y que
sean tenidos en cuenta los argumentos de hecho y de derecho esbozados en el escrito de contestación
remitidos al momento de emitir la decisión de fondo que corresponda.
 
A�e,
Gabriela Perilla Moreno.
Abogada Defensa Judicial P-IV.
Dirección de Procesos Judiciales y Administra�vos.
Vicepresidencia Jurídica.
PBX: (601) 7566633 Ext. 38005
Calle 72 No. 10-03 Piso 6.
Bogotá, D.C.

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser u�lizada por la persona o empresa a la cual está dirigida.Si Usted no es el receptor

autorizado, cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente

de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de información personal, propia o de terceros, implica

su aceptación inequívoca al eventual uso o tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas en la polí�ca de protección de

datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como �tular de información para realizar

consultas, pe�ciones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información rela�va a protección de

datos personales en los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico:

protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de

la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en

jornada con�nua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las en�dades vigiladas en forma obje�va y gratuita. Ser vocero de los

consumidores financieros ante la ins�tución. Usted puede formular sus quejas contra la en�dad con des�no al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de

corresponsalía u oficina de atención al público de la en�dad. Asimismo, �ene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y

propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del

Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2.

Iden�ficación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.fiduprevisora.com.co%2F&data=05%7C01%7Cadmin16bt%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C2aa62ca1eec64d384a8508db3f590dd4%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C638173423983208964%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=Mkbk%2BZnZseEa%2Ff%2FpIJoef%2BPRL7Z0%2BDbtpTQ9prg%2BG8s%3D&reserved=0
mailto:protecciondedatos@fiduprevisora.com.co
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"Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información

contenida en este mensaje de datos por considerar que es de su interés.

 
 
 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.



 
 

 
                                                      

  

Señores: 
JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
Sección Segunda 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
E.       S.       D 

 
Acción:            NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Demandante:  LUISA FERNANDA GARZÓN BAQUERO 
Demandado:   NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
                        NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
Vinculado:       FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN BOGOTÁ 

Radicación:     11001-33-35-016-2022-00479-00 
 

ASUNTO:                                           CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA  
 
 
 
XIOMARA GABRIELA PERILLA MORENO, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá 

D.C., e identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.833.714 de Bogotá y Tarjeta Profesional 

No. 307220 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi condición de apoderada especial 

de FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., FIDUPREVISORA S.A.,  sociedad de economía mixta del 

orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y comercial del Estado, constituida y 

reformada mediante escritura  pública No. 25 del 29 de Marzo de 1.985, Notaría 33 del Círculo 

Notarial de la ciudad de Bogotá D.C., y transformada de limitada en anónima mediante escritura 

pública No. 462 del 24 de enero de 1.994, Notaría 29 del Círculo Notarial de la ciudad de Bogotá 

D.C., con domicilio en la ciudad de Bogotá D.C., respetuosamente dando cumplimiento a lo 

ordenado por su Honorable despacho, respetuosamente mediante este escrito CONTESTO LA 

DEMANDA, conforme las siguientes  razones de hecho y de derecho: 

FRENTE A LAS PETICIONES: 

En relaciones a las peticiones “DECLARATIVAS” y “CONDENATORIAS” de la parte convocante, me 

pronuncio así: 

ME OPONGO a todas y cada una de las pretensiones señaladas por la parte demandante toda vez 

que, carecen de sustento fáctico y jurídico necesario para que las mismas prosperen; por lo que 

solicito muy respetuosamente se sirva denegar en su totalidad las condenas en contra de 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – FIDUPREVISORA S.A. En Posición Propia y como consecuencia 

de lo anterior se condene en costas a la parte actora. Teniendo en cuenta que mi representada, 

esto es, Fiduciaria la Previsora S.A., actúa en calidad de vocera y administradora del Patrimonio 

Autónomo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG, más no en posición 

propia. Siendo importante igualmente quiero señalar que las pretensiones, literalmente no se 

dirigen contra a mi poderdante. 

FRENTE A LOS HECHOS 

Con respecto de este acápite, me pronuncio en orden establecido por la parte demandante, así: 

FRENTE AL HECHO 1. Se admite como cierto que, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio se creó conforme con el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, norma en la cual, se 

estableció que no tendría personería jurídica. 

FRENTE AL HECHO 2. Se admite como cierto que, conforme con la Ley 91 de 1989 el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio tiene a su cargo el pago de las prestaciones 
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sociales de los docentes que se encuentre vinculados al fondo, siempre y cuando estos hayan sido 

reconocidos por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional. 

FRENTE AL HECHO 3. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art. 167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 4. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el  upuesto 

de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 del CGP), 

con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 5. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el  

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 6. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 7. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 8. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 9. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 10. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

 

 

EXCEPCIONES DE MÉRITO 

COBRO DE LO NO DEBIDO 

Por sabido se tiene que, para el nacimiento de una obligación de pago, debe existir un derecho 

personal a favor de determinado sujeto de derecho, en tanto que estos "son los que sólo pueden 

reclamarse de ciertas personas que, por un hecho suyo o la sola disposición de la ley, han contraído 

las obligaciones correlativas” por ende, de existir el derecho crediticio, lo legitima para exigir del 

deudor el cumplimiento de la prestación debida, caso contrario, si el deudor ha realizado la 

prestación (de dar, hacer o no hacer) a favor del sujeto activo, la obligación quedó extinguida por 

cualquiera de las figuras establecidas en el artículo 1625 del C.C., por lo que, exigir que se 

satisfaga nuevamente la misma obligación, deviene contrario a derecho, como desleal y de mala 

fe, o un presunto enriquecimiento sin justa causa.   

En el presente caso, el pago de la prestación de la docente se reconoció mediante 

Resolución No. 12831 del 26 de diciembre de 2018, quedando a disposición el  valor de 



 
 

 
                                                      

  

$5,473,331.00 y el pago se hizo efectivo el 26 de febrero de 2019, esto es, en los 

términos establecidos en el artículo 5° de la Ley 1071 de 2006, en armonía con la 

Sentencia de Unificación del 18 de julio de 2018, proferida por el Consejo de Estado, 

por consiguiente, al haberse realizado el pago con anterioridad a la vigencia 2020, no 

pudo causarse, ni mucho menos activarse la sanción moratoria, pues se insiste, la 

Fiduciaria, como entidad pagadora, y entidad que presta servicios financieros, realizó 

el pago de la prestación en los términos establecidos por la Ley. 

Por manera que, al no haber surgido la sanción moratoria, por haberse realizado dentro del 

término legal, mal hace la parte accionante cobrar un crédito que esta sociedad fiduciaria no le 

adeuda, ni por virtud del acto administrativo, no por lo dispuesto en la ley 1071 de 2006.    

Por lo anterior, se pide al despacho acceder al presente medio exceptivo. 

ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA 

 

El enriquecimiento sin justa causa supone como elementos esenciales y estructurales la existencia 

de un enriquecimiento de una parte y el correlativo empobrecimiento de la otra, así como la 

inexistencia de una causa que lo justifique. 

 

Por consiguiente, dada la inexistencia de la obligación y precisamente de la mora por parte de la 

Fiduciaria en el pago de la prestación de la parte convocante, en caso hipotético que se acceda a 

las pretensiones en contra de mi prohijada, no solamente se presentaría un enriquecimiento 

indebido de la parte actora, sino que, de igual manera, correlativa y  sin causa jurídica que lo 

justifique, se causaría el detrimento patrimonial para el FIDUPREVISORA S.A., cuyos recursos son 

de naturaleza pública, lo cual, conllevaría a un detrimento patrimonial, sancionable por los entes 

de vigilancia y control. 

 

Por lo anterior, se pide al despacho declarar probado el presente medio exceptivo. 

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. 

El presente caso, recuérdese que FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., como Sociedad Anónima de 

Economía Mixta de carácter indirecto del Sector Descentralizado del Orden Nacional, sometida al 

régimen de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, en particular, como sociedad 

fiduciaria y por ende de carácter financiero, en el entendido, exclusivamente que acude como 

entidad obligada a realizar el pago, más no como entidad obligada con el cumplimiento del deber 

legal de que tarta la ley 1955, pues esta norma sólo obliga a ENTIDADES TERRITORIALES sean 

las responsables del pago de la mora que efectivamente sea causada por ésta. 

Por ENTIDADES TERRITORALES puede entenderse que: son personas jurídicas, de derecho público 

que componen la división político-administrativa del Estado, gozando de autonomía en la gestión 

de sus propios intereses; pueden clasificarse como entidades territoriales los departamentos, los 

distritos, los municipios y lo territorios indígenas. La Ley podrá darles el carácter de entidades 

territoriales a las regiones y provincias que se constituyan, en los términos de la Constitución y la 

Ley. 

Debemos recordar que FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., es una sociedad de economía mixta del 

orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y comercial del Estado, constituida y 

reformada mediante escritura pública No. 25 del 29 de Marzo de 1.985, Notaría 33 del Círculo 

Notarial de la ciudad de Bogotá D.C., y transformada de limitada en anónima mediante escritura 

pública No. 462 del 24 de enero de 1.994, Notaría 29 del Círculo Notarial de la ciudad de Bogotá 



 
 

 
                                                      

  

D.C., con domicilio en la ciudad de Bogotá D.C., por lo que puede inferirse que las entidades 

territoriales y la sociedad fiduciaria son entes distintos, bien por su creación, por su objeto, por su 

dependencia o independencia, entre otros asuntos que rodean a este tipo de entidades u 

organismos. 

Por otro lado, establece el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955, lo siguiente: 

“PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción 

mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 

extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 

previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte 

de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.”. (Negrilla fuera 

de texto). 

En este punto es importante señalar que FIDUPREVISORA S.A., entidad que presta servicios 

financieros cumple con la obligación puntual, cual es la de girar los recursos que correspondan al 

Acto Administrativo, emitido exclusivamente por la respectiva Secretaría de Educación, que decide 

y reconoce en cabeza del docente el derecho a determinada prestación social; por lo tanto, no es, 

la entidad financiera, la que realiza el reconocimiento de un derecho, es tan solo el medio por el 

cual el Ente Territorial, logra satisfacer la obligación que tiene frente al docente, pues la Fiduciaria, 

es la entidad financiera que, de conformidad con la ley, tiene como encargo el manejo de los 

recursos que gira el Ministerio de Educación Nacional, más no es la que tiene bajo su 

responsabilidad el reconocimiento del derecho, por lo que hasta tanto el reconocimiento no se 

adecúe o no sea otorgado por el Ente territorial, no es legalmente posible proceder con el pago de 

lo que en el Acto se ordene. 

En este entendido es que se señala que FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., - FIDUPREVISORA S.A., 

no es la llamada a reconocer y cumplir con las pretensiones del demandante, pues todas ellas van 

encaminadas al pago que, por actividad de otra entidad, ha sido desplegada en contra de los 

intereses del demandante; así entonces, no podrá esta entidad financiera, conforme la Ley (1955 

artículo 5 Parágrafo), ser la obligada al reconocimiento y pago de la sanción mora por la que insiste 

el actor. 

Lo anterior, dado que, “las normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de 

obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por 

los funcionarios o particulares” (art. 13 CGP) por manera que, es obligación del juez aplicar los 

preceptos procesales imperativos, dado que, está en la obligación de respetar la garantía 

constitucional del debido proceso, que le impone gestionar los procesos “con observancia de la 

plenitud de las formas propias de cada juicio” (art. 29 C.P.). 

Frente a este último punto, la jurisprudencia constitucional, en Sentencia C-407/97, adoctrinó:  

¿Qué fin se persigue, en el campo específico del derecho procesal, al disponer la 

Constitución que solamente puede juzgarse a alguien "con observancia de las 

formas propias de cada juicio”? 

En primer lugar, lograr la igualdad real en lo que tiene que ver con la administración 

de justicia. El artículo 13 de la Constitución consagra la igualdad de todos ante la 

ley, al declarar que "todas las personas nacen libres e iguales ante la ley". Y dispone 

que, por razón de esa igualdad, todas recibirán la misma protección y trato de 

las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y 

oportunidades sin ninguna discriminación. Esa igualdad teórica se realiza en 



 
 

 
                                                      

  

los distintos campos por medio de normas especiales. En el campo procesal, en 

lo referente a la administración de justicia, la igualdad se logra al disponer 

que todos sean juzgados por el mismo procedimiento. En lo que tiene que 

ver, en materia civil, con la manera de aducir las pretensiones ante el juez, con la 

respuesta a éstas para aceptarlas o negarlas, con las excepciones, con la manera 

de aportar o producir la prueba, etc. todas las personas están en un plano de 

igualdad, merced a los procedimientos uniformes. (…) La Constitución, en el 

mismo artículo 29, establece que nadie puede ser juzgado sino ante juez o tribunal 

competente, con lo cual sienta, en forma general, para quienes tienen un fuero 

especial y para quienes no lo tienen, el principio del llamado juez natural. Pero la 

regla general, encaminada a garantizar la igualdad, determina el establecimiento 

de competencias y procedimientos iguales para todas las personas. ¿Por qué? 

Porque el resultado de un juicio depende, en gran medida, del procedimiento por el 

cual se tramite. Éste determina, las oportunidades para exponer ante el juez las 

pretensiones y las excepciones, las pruebas, el análisis de éstas, etc. Existen 

diversos procedimientos, y, por lo mismo, normas diferentes en estos aspectos: 

pero, el estar el actor y el demandado cobijados por idénticas normas, y el 

estar todos, en principio sin excepción, sometidos al mismo proceso para 

demandar o para defenderse de la demanda, garantiza eficazmente la 

igualdad. 

De otra parte, la Constitución, al determinar que todos sean juzgados “con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio", destierra 

de la administración de justicia la arbitrariedad. 

(…) todas las personas deben ser juzgadas "con observancia de la plenitud 

de las formas propias de cada juicio". Es lo que podríamos denominar la 

neutralidad del procedimiento, o la neutralidad del derecho procesal. 

Neutralidad que trae consigo el que todas las personas sean iguales ante la 

administración de justicia, tengan ante ella los mismos derechos e idénticas 

oportunidades, en orden a lograr el reconocimiento de sus derechos.” (Cursivas y 

negrillas fuera de texto) 

En consecuencia, no deberá emitirse ningún tipo de condena en contra de mi mandante, por lo 

anteriormente expuesto, so pena de violación del debido proceso. 

Se reitera entonces que, de acuerdo con el artículo 57 de la ley 1955 de 2019, se tiene que no es 

esta entidad Fiduciaria, de acuerdo con la estructura de organización del Estado, la que deba salir 

condenada o responder por la condena pretendida por el demandante, pues es evidente que, 

como se dijo desde un inicio, esta entidad que presta servicios financieros, recuérdese que fue 

constituida como Sociedad Anónima de Economía Mixta de carácter indirecto del Sector 

Descentralizado del Orden Nacional, sometida al régimen de las Empresas Industriales y 

Comerciales del Estado, en particular, como sociedad fiduciaria y por ende de carácter financiero, 

distinto al carácter de Entidad Territorial, entidad que viene expresada de manera categórica en 

el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, como ya antes se identificó. 

Por lo tanto, la responsabilidad en el pago de una eventual sanción moratoria se encuentra 

consagrada en la propia ley y no existe entonces, ni podrá existir, lugar a discusión alguna sobre 

la persona jurídica que debe salir al pago de las pretensiones invocadas por el actor, a saber: 

El parágrafo del artículo 5 de la ley 1071 de 2006, según el cual: 



 
 

 
                                                      

  

“PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 

de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus 

propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 

que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la 

no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad 

podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago 

se produjo por culpa imputable a este”. (Negrilla propia) 

 

En el entendido que la norma señala que existe una entidad OBLIGADA al reconocimiento, 

evidentemente de un derecho, es ella la que debe salir al restablecimiento del derecho que invoca 

el actor, y no mi poderdante, esto es, FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., en el entendido que es 

aquella la que tiene una obligación legal y no ésta que actúa en virtud de un contrato como 

ejecutor (vocero y administrador de recursos) de las órdenes impartidas por el fideicomitente a 

través de los medios que para ello existan. 

Es necesario indicar que, hasta tanto la Secretaría de Educación respectiva adopte, otorgue, 

elabore, PROFIERA y notifique en debida forma el Acto Administrativo por el cual se reconoce un 

derecho a determinado peticionario o respectivo docente, no existe deber u obligación alguna a 

cargo de la entidad financiera respecto de tercero o beneficiario del derecho para que esta entidad 

financiera sea la obligada o la llamada al pago de los valores que la propia Secretaría de Educación 

ha señalado en su manifestación a través del Acto Administrativo respectivo. Menos aún, cunado 

es evidente, que esta entidad financiera no ha desatendido el deber legal en cuanto a los términos 

para pago respecta, y por ello, no debe ser esta la que deba ser llamada a juicio ni condenada 

por las pretensiones de la demanda; nótese que el demandante no demostró ni lo ha hecho, 

explicar en dónde y a partir de cuándo las entidades han incurrido en la pretendida falta, pues 

solo, de manera general, señala que existe un término otorgado por ley, pero no se detiene en 

verificar en dónde está la posible y necesaria falla que permita inferir que en realidad existe algún 

tipo de responsabilidad a las entidades que “participan” en el trámite de RECONOCIMIENTO y 

posterior pago del derecho, reitero, reconocido al demandante. 

EXCEPCIÓN INNOMINADA. 

En atención a lo prescrito en el artículo 282 del Código General del Proceso, este medio exceptivo 

consistente o aflora en el ámbito procesal, como deber impuesto al juez de cognoscente, cuando 

halle probados los hechos que constituyen una excepción de mérito deberá reconocerla 

oficiosamente en la sentencia; en consecuencia, en el evento de verificarse por el togado un hecho 

exceptivo, se pide al despacho declararla en atención al deber adjetivo previsto por la norma 

citada. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Fundó el ejercicio de mi defensa en los artículos 161 y 180 de la Ley 1437 de 2011, artículo 13 y 

numeral 5 del artículo 100 del C.G.P, Estatuto Orgánico del Sistema Financiero - E.O.S.F., Ley 

795 de 2003, Ley 1071 de 2006, articulo 57 de la ley 1955 de 2019 y Decreto 1069 de 2015. 

SOCIEDADES FIDUCIARIAS. 

De acuerdo con lo consagrado en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero - E.O.S.F.-, las 

sociedades fiduciarias son entidades de servicios financieros, sujetas a la inspección y vigilancia 

permanente de la Superintendencia Financiera de Colombia, cuya función principal es la de 

cumplir los encargos fiduciarios que adquiere mediante contratos de fiducia mercantil, de 

encargos fiduciario o de fiducia pública. 



 
 

 
                                                      

  

También están facultadas para desarrollar otras actividades como son: prestar servicios de 

asesoría financiera, reorientar tenedores de bonos, obrar como agente de transferencia y registro 

de valores, desempeñarse como síndicos o curadores de bienes, ser depositarios de sumas 

consignadas en juzgados, emitir bonos por cuenta de patrimonios autónomos constituidos por 

varias sociedades y emitir bonos por cuenta de varias empresas y administrar estas emisiones. 

(Art. 29 E.O.S.F. y Art. 4to L. 795 de 2003).  

Desde los orígenes de la fiducia, esta institución se ha caracterizado no solamente por el 

ingrediente de confianza que involucra, sino también por la originalidad en sus modalidades y la 

facilidad que ofrece a la gente de resolver los problemas prácticos de su cotidianidad, que van 

desde realizar un pago hasta garantizar una obligación o invertir sus recursos.  

Entre los más comunes productos ofrecidos por las sociedades fiduciarias podemos encontrar los 

fideicomisos de inversión específicos, los fondos comunes especiales y el fondo común ordinario, 

los fondos de pensiones voluntarias, la fiducia inmobiliaria, la fiducia en garantía, la fiducia de 

titularización y la fiducia de administración.  

LA FIDUCIA. 

De acuerdo a lo establecido en el ART. 1226 del Código de Comercio, se entiende por fiducia 

mercantil lo siguiente:  

“La fiducia mercantil es un negocio jurídico en virtud del cual una persona, llamada 

fiduciante o fideicomitente, transfiere uno o más bienes especificados a otra, 

llamada fiduciario, quien se obliga a administrarlos o enajenarlos para cumplir una 

finalidad determinada por el constituyente, en provecho de éste o de un tercero 

llamado beneficiario o fideicomisario.”  

Ahora bien, en lo concerniente a Negocios Fiduciarios la Superintendencia Financiera en Circular 

Básica Jurídica título V, Pág. 1, establece: 

"Se entienden por negocios fiduciarios aquellos actos de confianza en virtud de los 

cuales una persona entrega a otra uno o más bienes determinados, transfiriéndole 

o no la propiedad de los mismos con el propósito de que ésta cumpla con ellos una 

finalidad específica, bien sea en beneficio del fideicomitente o de un tercero. Si hay 

transferencia de la propiedad de los bienes estaremos ante la denominada fiducia 

mercantil regulada en el artículo 1226 y siguientes del Código de Comercio, 

fenómeno que no se presenta en los encargos fiduciarios, también Instrumentados 

con apoyo en las normas relativas al mandato, en los cuales sólo existe la mera 

entrega de los bienes.”  

 

 

ANTECEDENTES DE FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., es una Sociedad Anónima de Economía Mixta de carácter 

indirecto del Sector Descentralizado del Orden Nacional, sometida al régimen de las Empresas 

Industriales y Comerciales del Estado, constituida mediante Escritura Pública No. 25 del 29 de 

marzo de 1985 de la Notaría 33 del Círculo Notarial de Bogotá, transformada en Sociedad Anónima 

mediante Escritura Pública No. 0462 del 24 de enero de 1994 Notaría 29 del Círculo de Bogotá, 

autorizada por la Superintendencia Financiera de Colombia, con domicilio en la ciudad de Bogotá 

e inscrita en la Cámara de Comercio de la misma ciudad. 



 
 

 
                                                      

  

FIDUPREVISORA S.A, es una entidad de servicios financieros, cuyo objeto social exclusivo es la 

celebración, realización y ejecución de todas las operaciones autorizadas a las Sociedades 

Fiduciarias, por normas generales y por normas especiales esto es, la realización de los negocios 

fiduciarios tipificados en el Código de Comercio y previstos tanto en el Estatuto Orgánico del 

Sistema Financiero como en el Estatuto de la Contratación de la Administración Pública, al igual 

que en las disposiciones que modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten a las anteriormente 

detalladas. 

CONSTITUCIÓN DE PATRIMONIOS AUTÓNOMOS 
 
La fiducia mercantil supone una transferencia de bienes por parte de un constituyente para que con 

estos se cumpla una finalidad específica y previamente determinada. Ese conjunto de bienes 

transferidos a una fiduciaria es lo que conforma o se denomina patrimonio autónomo, pues los 

bienes: 

 

i) Salen real y jurídicamente del patrimonio del fideicomitente –titular del dominio-.  

ii) No forman parte de la garantía general de los acreedores del fiduciario, sino que sólo 

garantizan las obligaciones contraídas en el cumplimiento de la finalidad perseguida. 

iii) Están afectos al cumplimiento de las finalidades señaladas en el acto constitutivo. 

 

Lo anterior tal como lo disponen los artículos 1226 a 1244 del Código de Comercio, igualmente, en 

virtud de lo dispuesto en el artículo 146 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, los bienes 

fideicomitidos se deben separar del resto del activo de una fiduciaria, con el fin de que ese patrimonio 

autónomo no se confunda con el del fiduciario, ni con otros patrimonios igualmente constituidos. 

 

En cuento a la separación de los bienes fideicomitidos el artículo 1233 del Código de Comercio 

establece lo siguiente: 

  

“Para todos los efectos legales, los bienes fideicomitidos deberán mantenerse 

separados del resto del activo fiduciario y de los que correspondan a otros negocios 

fiduciarios, y forman un patrimonio autónomo afecto a la finalidad contemplada en 

el acto constitutivo" (Se subraya). 

 

LOS BIENES FIDEICOMITIDOS NO SON DEL FIDEICOMITENTE. 
 

Establece el artículo 1226 del Código de Comercio que la fiducia mercantil es un negocio en virtud 

del cual una persona, llamada fiduciante o fideicomitente, transfiere uno o más bienes 

especificados a otra, llamado fiduciario, quien se obliga a administrarlos o enajenarlos para 

cumplir una finalidad determinada por el constituyente, en provecho de este o de un tercero 

llamado beneficiario o fideicomisario". (Subrayado extratextual).  

 

De esta definición se desprenden los tres elementos fundamentales que configuran este negocio 

jurídico, ellos son:  

 

a) Elemento personal, relacionado con las partes que suscriben el contrato.  

b) Elemento real, derivado del contrato y de la voluntad del fideicomitente de transferir unos 

bienes que realiza el constituyente a la institución fiduciaria, y  

c) Elemento obligacional, derivado del contrato y de la voluntad del fideicomitente de 

transferir unos bienes con el fin que se cumpla el encargo, propósito, fin u objeto por él 

determinado.  

 



 
 

 
                                                      

  

De estos elementos es necesario destacar el real, esto es, el relativo a la transferencia de los 

bienes al fiduciario, y el obligacional derivado del acuerdo de voluntades; sobre el particular nos 

parece oportuno transcribir el concepto que de manera sencilla y sucinta emitió la Contraloría 

General de la República, a través de su Oficina Jurídica:  

 

“Así tenemos, que mediante la fiducia mercantil se da la transferencia de bienes, es 

decir, existe una traslación de dominio, ya que en virtud de este negocio jurídico el 

fideicomitente queda derivado de toda acción o derecho de disposición sobre los bienes 

fideicomitidos, estas acciones y derechos se transfieren al fiduciario para que éste 

cumpla con la finalidad específica encomendada y pueda accionar en defensa de los 

bienes que entra a administrar, igualmente obra en nombre propio comprometiendo los 

bienes afectados sin que en sus actos se puedan entender como realizados por cuenta 

de otro, esta transferencia es esencial en la fiducia mercantil, porque otra manera el 

administrador fiduciario no podría cumplir los fines determinados en el contrato.  

 

De esta forma, surgen entonces del negocio jurídico dos relaciones fundamentales, una 

real que se configura cuando el fideicomitente transfiere los bienes al fiduciario, sin que 

se pueda prescindir de esta relación, porque (sic) de ser así estaríamos frente a otro 

contrato bien distinto del que estamos tratando, por tanto, el titular será el fiduciario, 

quien adquirirá la propiedad de los bienes objeto del contrato tan pronto como a este 

le suceda la tradición;(...)”  

 

En cuanto al elemento real debemos advertir que, de conformidad con lo previsto en el Código 

Civil, la transferencia de la propiedad supone la tradición del bien o bienes, esto es, la realización 

de un modo de adquirir el dominio de propiedad, que consiste en la entrega que el dueño hace 

de ellas a otro, existiendo la facultad e intención de transferir el dominio. De acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 765 del C.C., son títulos traslaticios de dominio “...los que por su 

naturaleza sirven para transferirlo, como la venta, la permuta, la donación entre vivos". En este 

orden de ideas y teniendo presente lo advertido en el artículo 765 citado, resulta que la fiducia 

mercantil, en la medida que implica un acto del dueño anterior que conlleva el desplazamiento 

del dominio de una cabeza a otra, constituye un título traslaticio de dominio equiparable a la venta 

o la permuta. 

 

Finalmente, luego de las razones antes expuestas, con ocasión de la separación patrimonial y en 

relación a las obligaciones de fideicomitente y fiduciario, debe reiterarse que de conformidad con 

la Ley 1955 se tiene que la obligación recae exclusivamente en las entidades territoriales, y como 

se evidenció, en el acápite de excepciones esta entidad Fiduciaria, no es una entidad con carácter 

territorial, pues de acuerdo con la decisión administrativa del Estado, se tiene que la Fiduciaria es 

una entidad exclusivamente del carácter de empresa social y comercial del estado. Por otro lado, 

debe señalarse que Fiduciaria, como entidad de servicios financieros, cumple con su obligación 

que le instruye el fideicomitente, esto es, en el pago que expresamente se dicte en favor del 

docente. 

 

Así entonces, debe concluirse que no podrá declararse algún tipo de responsabilidad y en 

consecuencia, declararse condena alguna respecto de las pretensiones de la demanda, en contra 

de Fiduprevisora S.A. 

 

PRUEBAS 

 

 Solicito respetuosamente al Despacho Judicial tener como pruebas las siguientes: 

 

• Certificado de pago de cesantías de la señora LUISA FERNANDA GARZÓN BAQUERO 



 
 

 
                                                      

  

 

 

 

 

ANEXOS: 

 

1. Certificado de existencia y representación legal de FIDUPREVISORA S.A. expedido por la 

CAMARA DE COMERCIO DE BOGOTA D.C. 

2. Certificado de existencia y representación legal de FIDUPREVISORA S.A. expedido por la 

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA. 

3. Poder especial conferido en los términos del artículo 5 Dto. 806 de 2020. 

 

8.- NOTIFICACIONES 

 

El demandante y su apoderado recibirán notificaciones conforme a lo indicado en la demanda. 
 

La suscrita y Fiduciaria La Previsora S.A. podrá ser notificado en la Calle 72 No. 10 – 03, Piso 6. 
– Vicepresidencia Jurídica de la ciudad de Bogotá, D.C., teléfono 7566633 ext 35004, correo 
electrónico: t_gperilla@fiduprevisora.com.co. Y notjudicial@fiduprevisora.com.co  
 
Atentamente, 
 
 

 
 

XIOMARA GABRIELA PERILLA MORENO.                                                                                                                    

C.C.  1.032.457.705 de Bogotá. 

T.P. 307220 del C.S. de la J. 

notjudicial@fiduprevisora.com.co 
t_gperilla@fiduprevisora.com.co 
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Señores: 
JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
Sección Segunda 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
E.       S.       D 

 
Acción:            NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Demandante:  LUISA FERNANDA GARZÓN BAQUERO 
Demandado:   NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
                        NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
Vinculado:       FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN BOGOTÁ 

Radicación:     11001-33-35-016-2022-00479-00 
 

ASUNTO:                                           CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA  
 
 
 
XIOMARA GABRIELA PERILLA MORENO, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá 

D.C., e identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.833.714 de Bogotá y Tarjeta Profesional 

No. 307220 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi condición de apoderada especial 

de FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., FIDUPREVISORA S.A.,  sociedad de economía mixta del 

orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y comercial del Estado, constituida y 

reformada mediante escritura  pública No. 25 del 29 de Marzo de 1.985, Notaría 33 del Círculo 

Notarial de la ciudad de Bogotá D.C., y transformada de limitada en anónima mediante escritura 

pública No. 462 del 24 de enero de 1.994, Notaría 29 del Círculo Notarial de la ciudad de Bogotá 

D.C., con domicilio en la ciudad de Bogotá D.C., respetuosamente dando cumplimiento a lo 

ordenado por su Honorable despacho, respetuosamente mediante este escrito CONTESTO LA 

DEMANDA, conforme las siguientes  razones de hecho y de derecho: 

FRENTE A LAS PETICIONES: 

En relaciones a las peticiones “DECLARATIVAS” y “CONDENATORIAS” de la parte convocante, me 

pronuncio así: 

ME OPONGO a todas y cada una de las pretensiones señaladas por la parte demandante toda vez 

que, carecen de sustento fáctico y jurídico necesario para que las mismas prosperen; por lo que 

solicito muy respetuosamente se sirva denegar en su totalidad las condenas en contra de 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – FIDUPREVISORA S.A. En Posición Propia y como consecuencia 

de lo anterior se condene en costas a la parte actora. Teniendo en cuenta que mi representada, 

esto es, Fiduciaria la Previsora S.A., actúa en calidad de vocera y administradora del Patrimonio 

Autónomo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG, más no en posición 

propia. Siendo importante igualmente quiero señalar que las pretensiones, literalmente no se 

dirigen contra a mi poderdante. 

FRENTE A LOS HECHOS 

Con respecto de este acápite, me pronuncio en orden establecido por la parte demandante, así: 

FRENTE AL HECHO 1. Se admite como cierto que, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio se creó conforme con el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, norma en la cual, se 

estableció que no tendría personería jurídica. 

FRENTE AL HECHO 2. Se admite como cierto que, conforme con la Ley 91 de 1989 el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio tiene a su cargo el pago de las prestaciones 
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sociales de los docentes que se encuentre vinculados al fondo, siempre y cuando estos hayan sido 

reconocidos por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional. 

FRENTE AL HECHO 3. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art. 167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 4. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el  upuesto 

de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 del CGP), 

con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 5. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el  

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 6. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 7. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 8. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 9. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

FRENTE AL HECHO 10. No me consta, corresponde a la parte demandante demostrar “el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen” (art.167 

del CGP), con apoyo en “pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso” (art.164 ibid.) 

 

 

EXCEPCIONES DE MÉRITO 

COBRO DE LO NO DEBIDO 

Por sabido se tiene que, para el nacimiento de una obligación de pago, debe existir un derecho 

personal a favor de determinado sujeto de derecho, en tanto que estos "son los que sólo pueden 

reclamarse de ciertas personas que, por un hecho suyo o la sola disposición de la ley, han contraído 

las obligaciones correlativas” por ende, de existir el derecho crediticio, lo legitima para exigir del 

deudor el cumplimiento de la prestación debida, caso contrario, si el deudor ha realizado la 

prestación (de dar, hacer o no hacer) a favor del sujeto activo, la obligación quedó extinguida por 

cualquiera de las figuras establecidas en el artículo 1625 del C.C., por lo que, exigir que se 

satisfaga nuevamente la misma obligación, deviene contrario a derecho, como desleal y de mala 

fe, o un presunto enriquecimiento sin justa causa.   

En el presente caso, el pago de la prestación de la docente se reconoció mediante 

Resolución No. 12831 del 26 de diciembre de 2018, quedando a disposición el  valor de 



 
 

 
                                                      

  

$5,473,331.00 y el pago se hizo efectivo el 26 de febrero de 2019, esto es, en los 

términos establecidos en el artículo 5° de la Ley 1071 de 2006, en armonía con la 

Sentencia de Unificación del 18 de julio de 2018, proferida por el Consejo de Estado, 

por consiguiente, al haberse realizado el pago con anterioridad a la vigencia 2020, no 

pudo causarse, ni mucho menos activarse la sanción moratoria, pues se insiste, la 

Fiduciaria, como entidad pagadora, y entidad que presta servicios financieros, realizó 

el pago de la prestación en los términos establecidos por la Ley. 

Por manera que, al no haber surgido la sanción moratoria, por haberse realizado dentro del 

término legal, mal hace la parte accionante cobrar un crédito que esta sociedad fiduciaria no le 

adeuda, ni por virtud del acto administrativo, no por lo dispuesto en la ley 1071 de 2006.    

Por lo anterior, se pide al despacho acceder al presente medio exceptivo. 

ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA 

 

El enriquecimiento sin justa causa supone como elementos esenciales y estructurales la existencia 

de un enriquecimiento de una parte y el correlativo empobrecimiento de la otra, así como la 

inexistencia de una causa que lo justifique. 

 

Por consiguiente, dada la inexistencia de la obligación y precisamente de la mora por parte de la 

Fiduciaria en el pago de la prestación de la parte convocante, en caso hipotético que se acceda a 

las pretensiones en contra de mi prohijada, no solamente se presentaría un enriquecimiento 

indebido de la parte actora, sino que, de igual manera, correlativa y  sin causa jurídica que lo 

justifique, se causaría el detrimento patrimonial para el FIDUPREVISORA S.A., cuyos recursos son 

de naturaleza pública, lo cual, conllevaría a un detrimento patrimonial, sancionable por los entes 

de vigilancia y control. 

 

Por lo anterior, se pide al despacho declarar probado el presente medio exceptivo. 

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. 

El presente caso, recuérdese que FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., como Sociedad Anónima de 

Economía Mixta de carácter indirecto del Sector Descentralizado del Orden Nacional, sometida al 

régimen de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, en particular, como sociedad 

fiduciaria y por ende de carácter financiero, en el entendido, exclusivamente que acude como 

entidad obligada a realizar el pago, más no como entidad obligada con el cumplimiento del deber 

legal de que tarta la ley 1955, pues esta norma sólo obliga a ENTIDADES TERRITORIALES sean 

las responsables del pago de la mora que efectivamente sea causada por ésta. 

Por ENTIDADES TERRITORALES puede entenderse que: son personas jurídicas, de derecho público 

que componen la división político-administrativa del Estado, gozando de autonomía en la gestión 

de sus propios intereses; pueden clasificarse como entidades territoriales los departamentos, los 

distritos, los municipios y lo territorios indígenas. La Ley podrá darles el carácter de entidades 

territoriales a las regiones y provincias que se constituyan, en los términos de la Constitución y la 

Ley. 

Debemos recordar que FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., es una sociedad de economía mixta del 

orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y comercial del Estado, constituida y 

reformada mediante escritura pública No. 25 del 29 de Marzo de 1.985, Notaría 33 del Círculo 

Notarial de la ciudad de Bogotá D.C., y transformada de limitada en anónima mediante escritura 

pública No. 462 del 24 de enero de 1.994, Notaría 29 del Círculo Notarial de la ciudad de Bogotá 



 
 

 
                                                      

  

D.C., con domicilio en la ciudad de Bogotá D.C., por lo que puede inferirse que las entidades 

territoriales y la sociedad fiduciaria son entes distintos, bien por su creación, por su objeto, por su 

dependencia o independencia, entre otros asuntos que rodean a este tipo de entidades u 

organismos. 

Por otro lado, establece el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955, lo siguiente: 

“PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción 

mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 

extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 

previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte 

de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.”. (Negrilla fuera 

de texto). 

En este punto es importante señalar que FIDUPREVISORA S.A., entidad que presta servicios 

financieros cumple con la obligación puntual, cual es la de girar los recursos que correspondan al 

Acto Administrativo, emitido exclusivamente por la respectiva Secretaría de Educación, que decide 

y reconoce en cabeza del docente el derecho a determinada prestación social; por lo tanto, no es, 

la entidad financiera, la que realiza el reconocimiento de un derecho, es tan solo el medio por el 

cual el Ente Territorial, logra satisfacer la obligación que tiene frente al docente, pues la Fiduciaria, 

es la entidad financiera que, de conformidad con la ley, tiene como encargo el manejo de los 

recursos que gira el Ministerio de Educación Nacional, más no es la que tiene bajo su 

responsabilidad el reconocimiento del derecho, por lo que hasta tanto el reconocimiento no se 

adecúe o no sea otorgado por el Ente territorial, no es legalmente posible proceder con el pago de 

lo que en el Acto se ordene. 

En este entendido es que se señala que FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., - FIDUPREVISORA S.A., 

no es la llamada a reconocer y cumplir con las pretensiones del demandante, pues todas ellas van 

encaminadas al pago que, por actividad de otra entidad, ha sido desplegada en contra de los 

intereses del demandante; así entonces, no podrá esta entidad financiera, conforme la Ley (1955 

artículo 5 Parágrafo), ser la obligada al reconocimiento y pago de la sanción mora por la que insiste 

el actor. 

Lo anterior, dado que, “las normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de 

obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por 

los funcionarios o particulares” (art. 13 CGP) por manera que, es obligación del juez aplicar los 

preceptos procesales imperativos, dado que, está en la obligación de respetar la garantía 

constitucional del debido proceso, que le impone gestionar los procesos “con observancia de la 

plenitud de las formas propias de cada juicio” (art. 29 C.P.). 

Frente a este último punto, la jurisprudencia constitucional, en Sentencia C-407/97, adoctrinó:  

¿Qué fin se persigue, en el campo específico del derecho procesal, al disponer la 

Constitución que solamente puede juzgarse a alguien "con observancia de las 

formas propias de cada juicio”? 

En primer lugar, lograr la igualdad real en lo que tiene que ver con la administración 

de justicia. El artículo 13 de la Constitución consagra la igualdad de todos ante la 

ley, al declarar que "todas las personas nacen libres e iguales ante la ley". Y dispone 

que, por razón de esa igualdad, todas recibirán la misma protección y trato de 

las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y 

oportunidades sin ninguna discriminación. Esa igualdad teórica se realiza en 



 
 

 
                                                      

  

los distintos campos por medio de normas especiales. En el campo procesal, en 

lo referente a la administración de justicia, la igualdad se logra al disponer 

que todos sean juzgados por el mismo procedimiento. En lo que tiene que 

ver, en materia civil, con la manera de aducir las pretensiones ante el juez, con la 

respuesta a éstas para aceptarlas o negarlas, con las excepciones, con la manera 

de aportar o producir la prueba, etc. todas las personas están en un plano de 

igualdad, merced a los procedimientos uniformes. (…) La Constitución, en el 

mismo artículo 29, establece que nadie puede ser juzgado sino ante juez o tribunal 

competente, con lo cual sienta, en forma general, para quienes tienen un fuero 

especial y para quienes no lo tienen, el principio del llamado juez natural. Pero la 

regla general, encaminada a garantizar la igualdad, determina el establecimiento 

de competencias y procedimientos iguales para todas las personas. ¿Por qué? 

Porque el resultado de un juicio depende, en gran medida, del procedimiento por el 

cual se tramite. Éste determina, las oportunidades para exponer ante el juez las 

pretensiones y las excepciones, las pruebas, el análisis de éstas, etc. Existen 

diversos procedimientos, y, por lo mismo, normas diferentes en estos aspectos: 

pero, el estar el actor y el demandado cobijados por idénticas normas, y el 

estar todos, en principio sin excepción, sometidos al mismo proceso para 

demandar o para defenderse de la demanda, garantiza eficazmente la 

igualdad. 

De otra parte, la Constitución, al determinar que todos sean juzgados “con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio", destierra 

de la administración de justicia la arbitrariedad. 

(…) todas las personas deben ser juzgadas "con observancia de la plenitud 

de las formas propias de cada juicio". Es lo que podríamos denominar la 

neutralidad del procedimiento, o la neutralidad del derecho procesal. 

Neutralidad que trae consigo el que todas las personas sean iguales ante la 

administración de justicia, tengan ante ella los mismos derechos e idénticas 

oportunidades, en orden a lograr el reconocimiento de sus derechos.” (Cursivas y 

negrillas fuera de texto) 

En consecuencia, no deberá emitirse ningún tipo de condena en contra de mi mandante, por lo 

anteriormente expuesto, so pena de violación del debido proceso. 

Se reitera entonces que, de acuerdo con el artículo 57 de la ley 1955 de 2019, se tiene que no es 

esta entidad Fiduciaria, de acuerdo con la estructura de organización del Estado, la que deba salir 

condenada o responder por la condena pretendida por el demandante, pues es evidente que, 

como se dijo desde un inicio, esta entidad que presta servicios financieros, recuérdese que fue 

constituida como Sociedad Anónima de Economía Mixta de carácter indirecto del Sector 

Descentralizado del Orden Nacional, sometida al régimen de las Empresas Industriales y 

Comerciales del Estado, en particular, como sociedad fiduciaria y por ende de carácter financiero, 

distinto al carácter de Entidad Territorial, entidad que viene expresada de manera categórica en 

el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, como ya antes se identificó. 

Por lo tanto, la responsabilidad en el pago de una eventual sanción moratoria se encuentra 

consagrada en la propia ley y no existe entonces, ni podrá existir, lugar a discusión alguna sobre 

la persona jurídica que debe salir al pago de las pretensiones invocadas por el actor, a saber: 

El parágrafo del artículo 5 de la ley 1071 de 2006, según el cual: 



 
 

 
                                                      

  

“PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 

de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus 

propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 

que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la 

no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad 

podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago 

se produjo por culpa imputable a este”. (Negrilla propia) 

 

En el entendido que la norma señala que existe una entidad OBLIGADA al reconocimiento, 

evidentemente de un derecho, es ella la que debe salir al restablecimiento del derecho que invoca 

el actor, y no mi poderdante, esto es, FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., en el entendido que es 

aquella la que tiene una obligación legal y no ésta que actúa en virtud de un contrato como 

ejecutor (vocero y administrador de recursos) de las órdenes impartidas por el fideicomitente a 

través de los medios que para ello existan. 

Es necesario indicar que, hasta tanto la Secretaría de Educación respectiva adopte, otorgue, 

elabore, PROFIERA y notifique en debida forma el Acto Administrativo por el cual se reconoce un 

derecho a determinado peticionario o respectivo docente, no existe deber u obligación alguna a 

cargo de la entidad financiera respecto de tercero o beneficiario del derecho para que esta entidad 

financiera sea la obligada o la llamada al pago de los valores que la propia Secretaría de Educación 

ha señalado en su manifestación a través del Acto Administrativo respectivo. Menos aún, cunado 

es evidente, que esta entidad financiera no ha desatendido el deber legal en cuanto a los términos 

para pago respecta, y por ello, no debe ser esta la que deba ser llamada a juicio ni condenada 

por las pretensiones de la demanda; nótese que el demandante no demostró ni lo ha hecho, 

explicar en dónde y a partir de cuándo las entidades han incurrido en la pretendida falta, pues 

solo, de manera general, señala que existe un término otorgado por ley, pero no se detiene en 

verificar en dónde está la posible y necesaria falla que permita inferir que en realidad existe algún 

tipo de responsabilidad a las entidades que “participan” en el trámite de RECONOCIMIENTO y 

posterior pago del derecho, reitero, reconocido al demandante. 

EXCEPCIÓN INNOMINADA. 

En atención a lo prescrito en el artículo 282 del Código General del Proceso, este medio exceptivo 

consistente o aflora en el ámbito procesal, como deber impuesto al juez de cognoscente, cuando 

halle probados los hechos que constituyen una excepción de mérito deberá reconocerla 

oficiosamente en la sentencia; en consecuencia, en el evento de verificarse por el togado un hecho 

exceptivo, se pide al despacho declararla en atención al deber adjetivo previsto por la norma 

citada. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Fundó el ejercicio de mi defensa en los artículos 161 y 180 de la Ley 1437 de 2011, artículo 13 y 

numeral 5 del artículo 100 del C.G.P, Estatuto Orgánico del Sistema Financiero - E.O.S.F., Ley 

795 de 2003, Ley 1071 de 2006, articulo 57 de la ley 1955 de 2019 y Decreto 1069 de 2015. 

SOCIEDADES FIDUCIARIAS. 

De acuerdo con lo consagrado en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero - E.O.S.F.-, las 

sociedades fiduciarias son entidades de servicios financieros, sujetas a la inspección y vigilancia 

permanente de la Superintendencia Financiera de Colombia, cuya función principal es la de 

cumplir los encargos fiduciarios que adquiere mediante contratos de fiducia mercantil, de 

encargos fiduciario o de fiducia pública. 



 
 

 
                                                      

  

También están facultadas para desarrollar otras actividades como son: prestar servicios de 

asesoría financiera, reorientar tenedores de bonos, obrar como agente de transferencia y registro 

de valores, desempeñarse como síndicos o curadores de bienes, ser depositarios de sumas 

consignadas en juzgados, emitir bonos por cuenta de patrimonios autónomos constituidos por 

varias sociedades y emitir bonos por cuenta de varias empresas y administrar estas emisiones. 

(Art. 29 E.O.S.F. y Art. 4to L. 795 de 2003).  

Desde los orígenes de la fiducia, esta institución se ha caracterizado no solamente por el 

ingrediente de confianza que involucra, sino también por la originalidad en sus modalidades y la 

facilidad que ofrece a la gente de resolver los problemas prácticos de su cotidianidad, que van 

desde realizar un pago hasta garantizar una obligación o invertir sus recursos.  

Entre los más comunes productos ofrecidos por las sociedades fiduciarias podemos encontrar los 

fideicomisos de inversión específicos, los fondos comunes especiales y el fondo común ordinario, 

los fondos de pensiones voluntarias, la fiducia inmobiliaria, la fiducia en garantía, la fiducia de 

titularización y la fiducia de administración.  

LA FIDUCIA. 

De acuerdo a lo establecido en el ART. 1226 del Código de Comercio, se entiende por fiducia 

mercantil lo siguiente:  

“La fiducia mercantil es un negocio jurídico en virtud del cual una persona, llamada 

fiduciante o fideicomitente, transfiere uno o más bienes especificados a otra, 

llamada fiduciario, quien se obliga a administrarlos o enajenarlos para cumplir una 

finalidad determinada por el constituyente, en provecho de éste o de un tercero 

llamado beneficiario o fideicomisario.”  

Ahora bien, en lo concerniente a Negocios Fiduciarios la Superintendencia Financiera en Circular 

Básica Jurídica título V, Pág. 1, establece: 

"Se entienden por negocios fiduciarios aquellos actos de confianza en virtud de los 

cuales una persona entrega a otra uno o más bienes determinados, transfiriéndole 

o no la propiedad de los mismos con el propósito de que ésta cumpla con ellos una 

finalidad específica, bien sea en beneficio del fideicomitente o de un tercero. Si hay 

transferencia de la propiedad de los bienes estaremos ante la denominada fiducia 

mercantil regulada en el artículo 1226 y siguientes del Código de Comercio, 

fenómeno que no se presenta en los encargos fiduciarios, también Instrumentados 

con apoyo en las normas relativas al mandato, en los cuales sólo existe la mera 

entrega de los bienes.”  

 

 

ANTECEDENTES DE FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., es una Sociedad Anónima de Economía Mixta de carácter 

indirecto del Sector Descentralizado del Orden Nacional, sometida al régimen de las Empresas 

Industriales y Comerciales del Estado, constituida mediante Escritura Pública No. 25 del 29 de 

marzo de 1985 de la Notaría 33 del Círculo Notarial de Bogotá, transformada en Sociedad Anónima 

mediante Escritura Pública No. 0462 del 24 de enero de 1994 Notaría 29 del Círculo de Bogotá, 

autorizada por la Superintendencia Financiera de Colombia, con domicilio en la ciudad de Bogotá 

e inscrita en la Cámara de Comercio de la misma ciudad. 



 
 

 
                                                      

  

FIDUPREVISORA S.A, es una entidad de servicios financieros, cuyo objeto social exclusivo es la 

celebración, realización y ejecución de todas las operaciones autorizadas a las Sociedades 

Fiduciarias, por normas generales y por normas especiales esto es, la realización de los negocios 

fiduciarios tipificados en el Código de Comercio y previstos tanto en el Estatuto Orgánico del 

Sistema Financiero como en el Estatuto de la Contratación de la Administración Pública, al igual 

que en las disposiciones que modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten a las anteriormente 

detalladas. 

CONSTITUCIÓN DE PATRIMONIOS AUTÓNOMOS 
 
La fiducia mercantil supone una transferencia de bienes por parte de un constituyente para que con 

estos se cumpla una finalidad específica y previamente determinada. Ese conjunto de bienes 

transferidos a una fiduciaria es lo que conforma o se denomina patrimonio autónomo, pues los 

bienes: 

 

i) Salen real y jurídicamente del patrimonio del fideicomitente –titular del dominio-.  

ii) No forman parte de la garantía general de los acreedores del fiduciario, sino que sólo 

garantizan las obligaciones contraídas en el cumplimiento de la finalidad perseguida. 

iii) Están afectos al cumplimiento de las finalidades señaladas en el acto constitutivo. 

 

Lo anterior tal como lo disponen los artículos 1226 a 1244 del Código de Comercio, igualmente, en 

virtud de lo dispuesto en el artículo 146 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, los bienes 

fideicomitidos se deben separar del resto del activo de una fiduciaria, con el fin de que ese patrimonio 

autónomo no se confunda con el del fiduciario, ni con otros patrimonios igualmente constituidos. 

 

En cuento a la separación de los bienes fideicomitidos el artículo 1233 del Código de Comercio 

establece lo siguiente: 

  

“Para todos los efectos legales, los bienes fideicomitidos deberán mantenerse 

separados del resto del activo fiduciario y de los que correspondan a otros negocios 

fiduciarios, y forman un patrimonio autónomo afecto a la finalidad contemplada en 

el acto constitutivo" (Se subraya). 

 

LOS BIENES FIDEICOMITIDOS NO SON DEL FIDEICOMITENTE. 
 

Establece el artículo 1226 del Código de Comercio que la fiducia mercantil es un negocio en virtud 

del cual una persona, llamada fiduciante o fideicomitente, transfiere uno o más bienes 

especificados a otra, llamado fiduciario, quien se obliga a administrarlos o enajenarlos para 

cumplir una finalidad determinada por el constituyente, en provecho de este o de un tercero 

llamado beneficiario o fideicomisario". (Subrayado extratextual).  

 

De esta definición se desprenden los tres elementos fundamentales que configuran este negocio 

jurídico, ellos son:  

 

a) Elemento personal, relacionado con las partes que suscriben el contrato.  

b) Elemento real, derivado del contrato y de la voluntad del fideicomitente de transferir unos 

bienes que realiza el constituyente a la institución fiduciaria, y  

c) Elemento obligacional, derivado del contrato y de la voluntad del fideicomitente de 

transferir unos bienes con el fin que se cumpla el encargo, propósito, fin u objeto por él 

determinado.  

 



 
 

 
                                                      

  

De estos elementos es necesario destacar el real, esto es, el relativo a la transferencia de los 

bienes al fiduciario, y el obligacional derivado del acuerdo de voluntades; sobre el particular nos 

parece oportuno transcribir el concepto que de manera sencilla y sucinta emitió la Contraloría 

General de la República, a través de su Oficina Jurídica:  

 

“Así tenemos, que mediante la fiducia mercantil se da la transferencia de bienes, es 

decir, existe una traslación de dominio, ya que en virtud de este negocio jurídico el 

fideicomitente queda derivado de toda acción o derecho de disposición sobre los bienes 

fideicomitidos, estas acciones y derechos se transfieren al fiduciario para que éste 

cumpla con la finalidad específica encomendada y pueda accionar en defensa de los 

bienes que entra a administrar, igualmente obra en nombre propio comprometiendo los 

bienes afectados sin que en sus actos se puedan entender como realizados por cuenta 

de otro, esta transferencia es esencial en la fiducia mercantil, porque otra manera el 

administrador fiduciario no podría cumplir los fines determinados en el contrato.  

 

De esta forma, surgen entonces del negocio jurídico dos relaciones fundamentales, una 

real que se configura cuando el fideicomitente transfiere los bienes al fiduciario, sin que 

se pueda prescindir de esta relación, porque (sic) de ser así estaríamos frente a otro 

contrato bien distinto del que estamos tratando, por tanto, el titular será el fiduciario, 

quien adquirirá la propiedad de los bienes objeto del contrato tan pronto como a este 

le suceda la tradición;(...)”  

 

En cuanto al elemento real debemos advertir que, de conformidad con lo previsto en el Código 

Civil, la transferencia de la propiedad supone la tradición del bien o bienes, esto es, la realización 

de un modo de adquirir el dominio de propiedad, que consiste en la entrega que el dueño hace 

de ellas a otro, existiendo la facultad e intención de transferir el dominio. De acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 765 del C.C., son títulos traslaticios de dominio “...los que por su 

naturaleza sirven para transferirlo, como la venta, la permuta, la donación entre vivos". En este 

orden de ideas y teniendo presente lo advertido en el artículo 765 citado, resulta que la fiducia 

mercantil, en la medida que implica un acto del dueño anterior que conlleva el desplazamiento 

del dominio de una cabeza a otra, constituye un título traslaticio de dominio equiparable a la venta 

o la permuta. 

 

Finalmente, luego de las razones antes expuestas, con ocasión de la separación patrimonial y en 

relación a las obligaciones de fideicomitente y fiduciario, debe reiterarse que de conformidad con 

la Ley 1955 se tiene que la obligación recae exclusivamente en las entidades territoriales, y como 

se evidenció, en el acápite de excepciones esta entidad Fiduciaria, no es una entidad con carácter 

territorial, pues de acuerdo con la decisión administrativa del Estado, se tiene que la Fiduciaria es 

una entidad exclusivamente del carácter de empresa social y comercial del estado. Por otro lado, 

debe señalarse que Fiduciaria, como entidad de servicios financieros, cumple con su obligación 

que le instruye el fideicomitente, esto es, en el pago que expresamente se dicte en favor del 

docente. 

 

Así entonces, debe concluirse que no podrá declararse algún tipo de responsabilidad y en 

consecuencia, declararse condena alguna respecto de las pretensiones de la demanda, en contra 

de Fiduprevisora S.A. 

 

PRUEBAS 

 

 Solicito respetuosamente al Despacho Judicial tener como pruebas las siguientes: 

 

• Certificado de pago de cesantías de la señora LUISA FERNANDA GARZÓN BAQUERO 



 
 

 
                                                      

  

 

 

 

 

ANEXOS: 

 

1. Certificado de existencia y representación legal de FIDUPREVISORA S.A. expedido por la 

CAMARA DE COMERCIO DE BOGOTA D.C. 

2. Certificado de existencia y representación legal de FIDUPREVISORA S.A. expedido por la 

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA. 

3. Poder especial conferido en los términos del artículo 5 Dto. 806 de 2020. 

 

8.- NOTIFICACIONES 

 

El demandante y su apoderado recibirán notificaciones conforme a lo indicado en la demanda. 
 

La suscrita y Fiduciaria La Previsora S.A. podrá ser notificado en la Calle 72 No. 10 – 03, Piso 6. 
– Vicepresidencia Jurídica de la ciudad de Bogotá, D.C., teléfono 7566633 ext 35004, correo 
electrónico: t_gperilla@fiduprevisora.com.co. Y notjudicial@fiduprevisora.com.co  
 
Atentamente, 
 
 

 
 

XIOMARA GABRIELA PERILLA MORENO.                                                                                                                    

C.C.  1.032.457.705 de Bogotá. 

T.P. 307220 del C.S. de la J. 

notjudicial@fiduprevisora.com.co 
t_gperilla@fiduprevisora.com.co 

 

mailto:t_gperilla@fiduprevisora.com.co
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:t_gperilla@fiduprevisora.com.co
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EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el artículo 11.2.1.4.59 numeral 10 del decreto
2555 de 2010, modificado por el artículo 3 del decreto 1848 de 2016.

CERTIFICA

RAZÓN SOCIAL: FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. la cual podrá usar la sigla "FIDUPREVISORA S.A."

NIT: 860525148-5

NATURALEZA JURÍDICA: sociedad anónima de economía mixta, de carácter indirecto y del orden nacional,
sometida al régimen de las empresas industriales y comerciales del Estado, vinculada al Ministerio de
Hacienda y Crédito Público. Entidad sometida al control y vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera
de Colombia.

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 25 del 29 de marzo de 1985 de la Notaría 33 de
BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  , bajo la denominación FIDUCIARIA LA PREVISORA LTDA., como Sociedad de
responsabilidad limitada, autorizada por Decreto 1547 de 1984.
Escritura Pública No 462 del 24 de enero de 1994 de la Notaría 29 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  Cambió su
naturaleza jurídica de Limitada a Sociedad Anónima de Economía mixta, de carácter Indirecto, bajo la
denominación  FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.
Escritura Pública No 10715 del 11 de diciembre de 2001 de la Notaría 29 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
Adiciona a su razón social la sigla FIDUPREVISORA S.A.
Escritura Pública No 2649 del 11 de marzo de 2004 de la Notaría 29 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  La
sociedad tiene su domicilio principal en la ciudad de Bogotá, Distrito Capital, en la República de Colombia, sin
perjuicio de lo cual podrá establecer sucursales y agencias en cualquier ciudad del país o del exterior,
conforme a la ley y a los estatutos
Escritura Pública No 10756 del 28 de septiembre de 2005 de la Notaría 29 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
modifica su razón social por FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. la cual podrá usar la sigla "FIDUPREVISORA
S.A."
Oficio No 2006047017 del 31 de agosto de 2006  , la entidad remite copia de los estatutos donde se evidencia
que la naturaleza jurídica de la Compañía es una sociedad anónima de economía mixta, de carácter indirecto y
del orden nacional, sometida al régimen de las empresas industriales y comerciales del Estado por el artículo
70 del Decreto 919 de 1989, vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, cuya constitución fue
autorizada por el Decreto 1547 de 1984.
Oficio No 2010090608 del 26 de enero de 2011  , la entidad remite copia actualizada de los estatutos sociales.
La razón social de la compañía es FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual podrá usar la sigla
"FIDUPREVISORA S.A.", la compañía es una sociedad anónima de economía mixta, de carácter indirecto y del
orden nacional, sometida al régimen de las empresas industriales y comerciales del Estado, vinculada al
Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
Decreto No 2519 del 28 de diciembre de 2015  , emanado por la Presidencia de la República, decreta la
supresión y liquidación de la CAJA DE PREVISION SOCIAL DE COMUNICACIONES CAPRECOM EICE en
liquidación, así mismo dispone que el proceso de la liquidación estará a cargo de la Fiduciaria La Previsora
S.A.

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 2152303014535963

Generado el 04 de abril de  2023 a las 17:20:50

ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ENTIDAD
HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICIÓN

Calle 7 No. 4 - 49  Bogotá D.C.
Conmutador: (571) 5 94 02 00 – 5 94 02 01
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AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 2521 del 27 de mayo de 1985

REPRESENTACIÓN LEGAL: REPRESENTACION LEGAL DE LA SOCIEDAD.  La sociedad tendrá un
Presidente, agente del Presidente de la República, quien ejercerá la representación legal de la misma. Los
Vicepresidentes, tendrán en el ejercicio de sus funciones la representación legal de la sociedad, dependiendo
en todo caso, directamente del Presidente de la misma; en tal virtud y en esa condición, ejercerán tanto sus
atribuciones como las funciones que la Presidencia delegue en cabeza de cada uno de ellos, todo de acuerdo
con lo dispuesto en los estatutos. Conforme a lo anterior, para todos los efectos legales y administrativos, en
desarrollo del objeto social de la Fiduciaria y de los negocios que administra, el Presidente y los
Vicepresidentes serán representantes legales de la Entidad frente a terceros. Además de las actuaciones frente
a su delegación los Vicepresidentes podrán representar a la sociedad en los siguientes eventos: a) Actuaciones
judiciales de cualquier índole. b) Atender interrogatorios de parte, conciliaciones y cualquier tipo de actuación
dentro de procesos judiciales y/o administrativos. c) Notificarse de actuaciones judiciales o administrativas,
dando respuesta a ellas, incluyendo tutelas y desarrollando actividades necesarias en pro de los intereses de la
Entidad y de los negocios que administra en desarrollo de su objeto. d) Suscribir todos los documentos
necesarios que obliguen a la sociedad en procesos licitatorios, invitaciones públicas y/o privadas y/o
presentación de ofertas dentro del objeto social de la Entidad. Además, el Gerente Jurídico, el Gerente de
Liquidaciones y Remanentes, y el Director de Procesos Judiciales y Administrativos, tendrán la representación
legal de la sociedad exclusivamente para atender asuntos judiciales y procedimientos administrativos, en los
cuales la entidad sea vinculada o llegue a ser parte, en desarrollo de su objeto social o respecto de los
negocios que administre. (Escritura Pública No. 942 del 27/04/2022 Not. 28 de Bogotá D.C.)
Que figuran posesionados y en consecuencia, ejercen la representación legal de la entidad, las siguientes
personas:

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Jhon Mauricio Marin Barbosa
Fecha de inicio del cargo: 03/04/2023

CC - 1094916423 Presidente

Carlos Alberto Cristancho Freile
Fecha de inicio del cargo: 25/08/2016

CC - 11204596 Vicepresidente de Inversión

Andrés Pabón Sanabria
Fecha de inicio del cargo: 28/05/2020

CC - 19360953 Vicepresidente Financiero

Pablo Alexander Peñaloza Franco
Fecha de inicio del cargo: 10/03/2022

CC - 1013594634 Vicepresidente Comercial

Jaime Alberto Duque Casas
Fecha de inicio del cargo: 27/10/2022

CC - 93358000 Vicepresidente Jurídico y
Secretario General (Sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo 164
del Código de Comercio, con
información radicada con el
número 2023028531-000 del día
17 de marzo de 2023 que con
documento del 24 de enero de
2023 renunció al cargo de
Vicepresidente Jurídico y
Secretario General y fue
aceptada por la Junta Directiva
Acta No. 439 del 27 de febrero de
2023.  Lo anterior de conformidad
con los efectos establecidos por
la Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Ronal Alexis Prada Mancilla
Fecha de inicio del cargo: 09/05/2019

CC - 80137278 Gerente Jurídico

Sonia Arango Medina
Fecha de inicio del cargo: 10/03/2022

CC - 60371697 Vicepresidente de Planeación

Jaime Abril Morales
Fecha de inicio del cargo: 10/01/2019

CC - 19394515 Vicepresidente Fondo de
Prestaciones (Sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 164 del
Código de Comercio, con
información radicada con el
número 2023005714-000 del día
20 de enero de 2023, que con
documento del 13 de
diciembrede 2022 renunció al
cargo de Vicepresidente Fondo
de Prestaciones y fue aceptada
por la Junta Directiva Acta No.
437 del 19 de diciembre de 2022.
Lo anterior de conformidad con
los efectos establecidos por la
Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).

Saúl Hernando Suancha Talero
Fecha de inicio del cargo: 13/08/2020

CC - 19472461 Vicepresidente de Negocios
Fiduciarios

Carlos Alfonso Lozano Caicedo
Fecha de inicio del cargo: 19/05/2022

CC - 14703983 Vicepresidente de Tecnología de
Información

Francisco Andres Sanabria Valdes
Fecha de inicio del cargo: 01/11/2018

CC - 80502975 Gerente de Liquidaciones y
Remanentes

Katty Eljach Martínez
Fecha de inicio del cargo: 03/03/2022

CC - 30689073 Vicepresidente de
Transformación y Arquitectura
Organizacional

Ramon Guillermo Angarita Lamk
Fecha de inicio del cargo: 05/05/2022

CC - 13507958 Vicepresidente de Desarrollo y
Soporte Organizacional

Carlos Fernando López Pastrana
Fecha de inicio del cargo: 10/03/2022

CC - 78753583 Vicepresidente de Contratación
Derivada

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 2152303014535963

Generado el 04 de abril de  2023 a las 17:20:50

ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ENTIDAD
HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICIÓN

Calle 7 No. 4 - 49  Bogotá D.C.
Conmutador: (571) 5 94 02 00 – 5 94 02 01
www.superfinanciera.gov.co Página 3 de 4



CERTIF
IC

ADO V
ÁLID

O E
MIT

ID
O P

OR L
A S

UPERIN
TENDENCIA

 F
IN

ANCIE
RA D

E C
OLOMBIA

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Johana Del Carmen Ruiz Castro
Fecha de inicio del cargo: 21/04/2022

CC - 1003261775 Directora de Procesos Judiciales
y Administrativos  (Sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo 164
del Código de Comercio, con
información radicada con el
número 2023028534-000 del día
17 de marzo de 2023 que con
documento del 1 de noviembre
de 2022 renunció al cargo de
Directora de Procesos Judiciales
y Administrativos  y fue aceptada
por la Junta Directiva Acta No.
439 del 27 de febrero de 2023.
Lo anterior de conformidad con
los efectos establecidos por la
Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).

JOSUÉ OSWALDO BERNAL CAVIEDES
SECRETARIO GENERAL

"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto
tiene plena validez para todos los efectos legales."

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 2152303014535963

Generado el 04 de abril de  2023 a las 17:20:50
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Número de generación: CPC20230414125241142945
Fecha generación: 2023-04-14 12:52:41

CERTIFICADO DE PAGO DE CESANTÍA

FIDUPREVISORA S.A.
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL

MAGISTERIO 

CERTIFICA:

El (la) señor(a) LUISA FERNANDA GARZON BAQUERO identificado(a) con tipo de documento CEDULA DE CIUDADANIA
número.  1033717810, presenta los siguientes datos referentes al pago de las cesantías por parte del FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO:

Información del docente:

Nombres: LUISA FERNANDA Apellidos: GARZON BAQUERO

Tipo Documento: Cédula de ciudadanía Número Documento: 1033717810

Estado Actual: ACTIVO Tipo de Cesantía: PARCIAL

Ente Nominador: BOGOTA D.C. Número de Acto
Administrativo:

12831

Fecha de Acto Administrativo:
(Año-Mes-Día)

2018-12-26 Valor de la Cesantía
Reconocida:

$5,473,331.00

Fecha de pago:
(Año-Mes-Día)

2019-02-26 Entidad Bancaria, Sucursal: BANCO GANADERO

Sucursal: BANCO GANADERO CENTRO
DE SERVICIOS CALLE 43 - BTA

Reintegro del pago: NO

Fecha de Reintegro del pago al
Fondo:
(Año-Mes-Día)

- Valor del Reintegro: -



¿Reprogramación del pago?: NO Fecha de Reprogramación de
pago:
(Año-Mes-Día)

-

Entidad Bancaria, Sucursal
reprogramación:

-

Beneficiarios de la Cesantía:

Tipo Documento: Cédula de ciudadanía Número Documento: 1033717810

Valor de la Cesantía
Reconocida:

$5,473,331.00 Entidad Bancaria, Sucursal: BANCO GANADERO

Nota: Se aclara que las cesantías reconocidas deben ser consultadas en la entidad bancaria con el nombre del beneficiario
reconocido en el acto administrativo de la prestación.

Esta comunicación no tiene el carácter de acto administrativo por cuanto Fiduprevisora S.A. no tiene competencia para
expedirlos.

En estos términos Fiduprevisora S.A., actuando en calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo del Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en virtud del Contrato de Fiducia Mercantil Pública celebrado entre ésta y la
Nación, de conformidad con lo establecido en el Artículo 1º del Decreto 1049 de 2006, da respuesta a la solicitud.

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 14 días del mes de Abril del año 2023 12:52:41PM

Cordialmente.

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
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